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Infraestructura 
y equidad en un escenario 

de posacuerdo de paz 
Raúl Ávila Forero / Jissel Rodríguez Ruiz

nn La importancia del desarrollo de infraestructura y su relación con la equidad 

y la disminución de brechas es ampliamente conocida. Los análisis muestran 

los impactos que podría tener sobre la sociedad colombiana, especialmente 

en una época marcada por el posible fin del conflicto armado en el país.

nn En el ámbito regional, en América Latina hay una tendencia de inversión en 

áreas estratégicas en la que los montos más altos se destinan a mejorar la 

infraestructura de transporte, la construcción de viviendas y la distribución de 

servicios públicos (energía, agua, salud). 

nn Colombia ha hecho esfuerzos para potenciar áreas marginadas por el con-

flicto armado, con el fin de brindar condiciones mínimas que garanticen la 

calidad de vida de la ciudadanía. Sin embargo, su margen presupuestal re-

sulta ser insuficiente en ámbitos públicos, por lo que se requiere una mayor 

participación de la inversión privada.

nn Los proyectos de infraestructura vial se han enfocado en las concesiones de 

cuarta generación, que pretenden una mayor cobertura territorial a partir de 

una red que facilite el tránsito entre los principales centros productivos del 

país. Con esto se proyecta una disminución de costos para la población, brin-

dando también mayores posibilidades de acceso que faciliten su movilidad.

nn La firma del acuerdo de paz podría ser una alternativa viable para mejorar la 

seguridad ciudadana en el país. Por ende, se prevén beneficios en la promo-

ción del acceso y garantías de cobertura en servicios de transporte, públicos, 

de salud y tecnológicos, lo que permitiría promover aspectos de inclusión 

social.

nn Gran parte de los problemas en proyectos de infraestructura refieren a pro-

blemas del sector público. Para enfrentarlos se plantean soluciones como las 

asociaciones público-privadas, mayor seguimiento a la ejecución de los pro-

yectos, potenciar la planeación territorial, mayor coordinación institucional y 

un control permanente para medir la eficiencia de la gestión y la pertinencia 

de la inversión.
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Introducción1

El objetivo de este artículo, que estará enmarcado 

en el panorama presentado en la siguiente parte, es 

evaluar las implicaciones de la infraestructura en la 

superación de brechas socioeconómicas en Colom-

bia, para brindar una serie de perspectivas del asunto 

relacionándolo con la etapa del posconflicto. Su fina-

lidad es presentar algunas relaciones en materia de 

infraestructura y equidad, para dar cuenta de los im-

pactos sociales que puede tener la entrada en vigor 

del Acuerdo de paz entre el gobierno nacional y las 

Farc (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia).

Se muestran casos en los que las inversiones y pro-

yectos de infraestructura repercuten, directa o indi-

rectamente, sobre el bienestar de la población. Bien 

sea en materia de movilidad, acceso a diversas mo-

dalidades de transporte, mayor acceso a servicios 

públicos básicos como energía y agua, ampliación 

de la cobertura tecnológica, entre otros aspectos, se 

tienen impactos económicos, laborales y sociales. En 

resumen, se presenta una perspectiva del impacto 

de los costos adquiridos por la población –en térmi-

nos de oportunidad, tiempo, economía e, incluso, 

de información– al estar relacionados con su calidad 

de vida en términos laborales, educativos, de salud, 

culturales y demás.

Tal y como en el resumen de casos en Asia y Euro-

pa, se incluye un panorama actual de Latinoamérica, 

para hacer un comparativo regional que determine la 

posición y la situación actual de Colombia respecto a 

dicho panorama. Ante la evidencia de deficiencias y 

estrategias establecidas para superar brechas socioe-

1	 Agradecemos los aportes recibidos en las reuniones de dis-
cusión sobre el enfoque del documento de María Fernanda 
Valdés y Lothar Witte, coordinadora de programas y director 
de la Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (Fescol); Jaime 
Acosta, consultor independiente; Laura Estrada, de Insuco; 
Santiago Alonso de la Embajada de Alemania en Colombia; 
Marlen Flechas y Paula Osorio, de Procolombia; Germán 
Camilo Prieto, Andrea Mayorga y Alejandra Piñeros de la 
Universidad Javeriana; Javier Díaz, presidente de Analdex; 
Francisco Montoya del Grupo Proindustria; y de Felipe Corral 
de Fescol.

conómicas en América Latina, a partir de inversiones 

en infraestructura, se pueden establecer marcos de 

acción que puede adoptar el país para aumentar las 

condiciones de vida de la población y viabilizar las 

estrategias que se pretenden implementar en el pe-

riodo de posacuerdo.

El documento está estructurado en seis secciones, 

la primera de las cuales presenta unas consideracio-

nes sobre la importancia de la infraestructura y un 

panorama general de algunas partes del mundo. La 

segunda trata casos del panorama regional. Poste-

riormente se hace un análisis nacional que plantea 

puntos estratégicos relacionados con la infraestruc-

tura en el país, asociados a la industria, vías, servicios 

públicos, logística y otros relacionados. El cuarto y 

quinto apartados son una evaluación de impactos de 

la infraestructura nacional y su relación con aspectos 

de equidad y sostenibilidad, para culminar con las 

conclusiones.

Importancia 					   
de la infraestructura y panorama

En la actualidad hay un enfoque mundial sobre pro-

yectos de infraestructura que orienta estrategias 

ligadas al desarrollo y el crecimiento sostenible en 

las naciones. La inversión en infraestructura es con-

siderada un elemento primordial para la integración 

territorial, económica y social de un país, al estimular 

los campos productivos de la economía, y brindar 

también mayores posibilidades de bienestar para la 

población.

La deficiente infraestructura nacional ha sido un 

obstáculo que afecta los procesos de urbanización 

y limita las posibilidades de generar una estabilidad 

socioeconómica en todo el territorio (DNP, 2014). 

Por ende, contar con una infraestructura basada 

en la cohesión estructural es vital para atender las 

necesidades y los requerimientos específicos de ins-

tituciones y personas, con el fin de desarrollar sus 

actividades laborales, educativas, culturales y demás 

asociadas.
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Uno de los principales problemas para materializar 

los proyectos de infraestructura es el acceso a fuen-

tes de financiamiento que soporten todo su ciclo de 

vida. En el mundo, gran parte de los recursos eco-

nómicos provienen de fondos públicos y presupues-

tos nacionales que destinan una parte del total a la 

creación o mejoramiento de redes de infraestructu-

ra, necesarias para la expansión y sostenibilidad del 

crecimiento productivo. 

Todo esto con el fin de mejorar el entorno y la dispo-

nibilidad de acciones de movilidad, el acceso a ser-

vicios públicos, la calidad educativa y otros aspectos 

que repercuten en la reducción de la pobreza, mejo-

ras en el bienestar, incremento en cobertura y acceso 

a servicios públicos domiciliarios, y la disminución de 

brechas en el cubrimiento de las necesidades básicas 

insatisfechas (NBI).

En este panorama las oportunidades de desarrollo 

se vinculan con la generación de equidad, refirién-

donos con esta a que todas las personas tengan las 

mismas oportunidades de acceso a bienes y servicios 

y a estar a salvo de privaciones graves para ejercer 

la lucha por la prosperidad (Banco Mundial, 2006), 

siempre y cuando se creen las facilidades de acceso 

que amplíen las oportunidades de acercamiento, en 

especial en materia de la red de infraestructura aco-

plada, urbana y rural.

Ejes centrales en materia de equidad pensando en 

inclusión bajo servicios de infraestructura son, pri-

mero, el acceso a la educación y la salud, y segun-

do, el acceso a la prestación de servicios públicos. 

Estos dos factores tienen un alto valor intrínseco e 

impactan las capacidades de las personas, en aras de 

su vinculación a la vida económica, social, política y 

cultural. 

Las diferencias de acceso a las oportunidades se rela-

cionan también con variables como la propiedad de 

los recursos y la ubicación geográfica, manteniéndo-

se brechas significativas, especialmente en países en 

vía de desarrollo, por la amplísima desigualdad de 

oportunidades, debida, entre otros aspectos, a la es-

tratificación social que brinda una diferencia de ofer-

ta de servicios para las personas con un mayor poder 

adquisitivo con respecto a la mayoría de los habitan-

tes del país, con escasos recursos económicos.

De acuerdo con Ferro y Lentini (2012), los impactos 

del capital de infraestructura en cuanto a criterios 

distributivos no se pueden medir homogéneamente: 

el agua y el saneamiento tienen una relación con la 

salud de la población en general, la mortalidad in-

fantil, el aumento en la capacidad de aprendizaje y la 

adquisición de destrezas laborales. El transporte, por 

su parte, lleva a la reducción de costos y tiempos, 

aspectos que tienen efecto directo en actividades 

económicas de producción, distribución doméstica 

e internacional. De igual forma, una buena red de 

infraestructura vial cumple un rol social y distributi-

vo, al reducir accidentes fatales y heridos graves en 

sectores naturalmente vulnerables, además de ser 

eje articulador de la movilidad de personas, bienes 

producidos y el acceso a servicios

Ferro y Lentini afirman también que la distribución de 

otros servicios como la electricidad y el gas natural o 

propano permite el acceso a bienes de consumo que 

tienen como finalidad la mejora del bienestar y brin-

dan la posibilidad de reemplazar sustitutos inferio-

res2, probablemente más caros, vinculándose a una 

red de servicios regulados (Ferro y Lentini, 2012: 8).

En materia de telecomunicaciones, Édgar Tello 

(2008) usa el concepto de brecha digital en relación 

con el impacto social de las tecnologías de la infor-

mación y la comunicación (TIC). Como las socieda-

des del conocimiento son fuentes de desarrollo de 

los países, las TIC son oportunidades de desarrollo 

de las poblaciones, reduciendo la distancia entre las 

que tienen y las que no tienen acceso a las mismas 

(pág. 2). Gracias a su alto impacto, el acceso a inter-

net y la televisión por cable brindan oportunidades 

informativas, educativas y recreacionales, permitien-

do incluso la integración de personas con discapaci-

2	 Para la energía, la iluminación a kerosén y calefacción a car-
bón y leña; para el gas, la oferta de envasados. 
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dades, reduciendo brechas inclusivas (Ferro y Lentini, 

2012).

En el entorno internacional hay casos en los que el 

desarrollo nacional ha sido ampliamente influencia-

do por el progreso en la infraestructura. De hecho, 

las mejoras en la calidad de vida de países que hoy 

en día se consideran como los más desarrollados han 

venido acompañadas de un rápido crecimiento eco-

nómico. En Asia oriental se mantiene una tenden-

cia de desarrollo y progreso compartido derivado de 

avances en infraestructura y modelos eficientes de 

gobernanza.

En Corea del Sur, por ejemplo, se desarrollan planes 

de modernización económica a largo plazo. Aunque 

las primeras inversiones en materia de infraestruc-

tura se basaron en las facilidades de movilización 

de las fuerzas militares, desde la década de 1960 el 

país expresó su visión de largo plazo e interés por la 

sostenibilidad nacional, mediante la implantación de 

planes quinquenales dedicados al fortalecimiento de 

la estructura industrial.

En 2003 se puso en marcha una política integrada 

de logística, consistente en el establecimiento de un 

sistema logístico y la expansión de la red logística 

y tecnológica centrada en el aumento de la inver-

sión para mayor equipamiento en el aeropuerto de 

Icheon, el puerto de Busan y Gwangyang, la mejora 

de los sistemas informáticos para conformar una lo-

gística avanzada y el fortalecimiento y capacitación 

en el mercado logístico (Cipoletta Tomassian, Pérez 

Salas y Sánchez, 2010). Ante un entorno marcado 

por la globalización, los planes incluidos en esta nue-

va política debieron ser ajustados a políticas y leyes 

sectoriales, para mejorar la integración dentro del 

territorio mediante mayores posibilidades de acceso.

El resultado fue el desarrollo de uno de los puertos 

más grandes del mundo, que ha servido como eje 

articulador de cohesión territorial en las regiones, 

mediante el despliegue de su infraestructura vial y el 

estímulo en la generación de empleo, no solo para la 

construcción de las obras relacionadas, sino también 

gracias al impacto indirecto que tiene el aumentar la 

capacidad de comercialización de bienes. Cabe re-

saltar que Corea del Sur es reconocido también por 

la composición de su mercado laboral, gracias a la 

inversión en infraestructura educativa, que combina 

la adaptación de la infraestructura física, políticas 

educativas y TIC para lograr adaptar la demanda a 

las ofertas de empleo.

China, por su parte, es uno de los países que ha de-

mandado de una rápida urbanización en periodos 

muy cortos de tiempo. Ante un panorama de una 

población de gran magnitud que habita un territorio 

inmenso, las necesidades generadas por el aumento 

de viviendas, la interconexión y el mejoramiento de 

los sistemas de transporte, el desarrollo de la tec-

nología y la infraestructura vial y el incremento de 

la capacidad en la oferta de servicios públicos, son 

aspectos centrales para el gobierno.

Como respuesta al escenario de colapso en materia 

de movilidad, el país adoptó planes para la construc-

ción de una red ferroviaria de alta velocidad, estra-

tegia focalizada en el este y sur del país, que plantea 

una mayor capacidad de transporte de viajeros y una 

alternativa viable para lograr una mejor integración 

territorial. Aparte de la red primaria, en donde los 

tramos alcanzan a superar los 10.000 km de exten-

sión, también ha adoptado ferrocarriles interurbanos 

capaces de alcanzar desde los 200 a los 350 km/h, 

en secciones que no superan los 300 km de longitud 

y cuya finalidad primordial es conectar los núcleos 

urbanos entre sí, como el tramo que conecta a Bei-

jing con Tianjin o a Shanghái con Nanjing (Universi-

tat Politécnica de Catalunya, 2011).

El ambicioso programa de construcción de infraes-

tructura permite transportar mensualmente casi el 

doble de pasajeros que el sector de la aviación nacio-

nal, y ha llevado a que los trabajadores chinos sean 

más productivos, ligándose aspectos positivos para 

el sector doméstico como el ahorro en combustibles, 

en tiempo y la disminución en la contaminación (El 

País, 2016). Así, no solo se contribuye a la urbaniza-

ción de las ciudades, sino que se estimulan diversos 
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sectores, gracias a las facilidades ofrecidas en movili-

dad de cargas y personas.

Por otra parte, la creación de entidades dispuestas 

exclusivamente para asuntos de infraestructura fa-

vorece la generación y ejecución de proyectos dedi-

cados a su mejoramiento y progreso. En materia de 

gestión financiera, la región asiática cuenta con el 

Banco Asiático de Inversión en Infraestructura, una 

institución multilateral dedicada al financiamiento 

de infraestructura que abarca desde la construcción 

de carreteras e inversión aeroportuaria hasta el me-

joramiento de la red de viviendas (Observatorio Eco-

nómico Latinoamericano, 2015). 

Europa, por su parte, cuenta con el Banco Europeo 

de Inversiones, entidad que mantiene como foco las 

deficiencias estructurales en la región para establecer 

los presupuestos de inversión necesarios para pro-

mover la competitividad, la sostenibilidad y mejores 

índices en la calidad de vida. Sus más recientes aná-

lisis muestran, por ejemplo, que para el mejoramien-

to de la energía se requiere un monto de inversión 

cercano a los 100.000 millones de euros adicionales 

al año, para la infraestructura de transporte se ne-

cesitan 50.000 millones de euros y para las redes de 

agua y saneamiento se calcula una inversión de casi 

90.000 millones (Fundación de Estudios Financieros, 

2015). Todas las estimaciones con un horizonte de 

tiempo a 2020.

En Europa hay una tendencia al establecimiento de 

planes nacionales estratégicos enfocados a necesi-

dades específicas en materia de infraestructura con 

una visión integral, marcada por la alta participación 

gubernamental con base en criterios de globaliza-

ción, adelantándose nuevas acciones y con nuevas 

perspectivas respecto a la contribución de la infraes-

tructura basada en la logística y el transporte.

En Alemania se adoptó un Plan maestro bajo la 

coordinación de una política nacional del Ministerio 

Federal de Transporte, Vivienda y Asuntos Urbanos, 

con medidas concretas de acuerdo con recomenda-

ciones de optimización en la eficiencia del transporte 

(incluyendo estrategias viales, portuarias, aeropor-

tuarias), el desarrollo de la movilidad basado en la 

sustentabilidad medioambiental y la promoción de la 

seguridad en todos los sistemas de transporte (Cipo-

letta Tomassian, Pérez Salas y Sánchez, 2010). 

Por tanto, el país se encamina hacia una moderni-

zación vial con sustentabilidad. No solo se está in-

virtiendo en modelos de transporte que funcionen 

con electricidad o hidrógeno, para contribuir a la 

protección del medio ambiente, sino que se busca 

también la eficiencia multimodal para favorecer la 

movilidad territorial a cualquier ciudadano a partir 

del uso del metro, tren y tranvía, adaptando el de-

sarrollo de aplicaciones que brinden eficiencia en 

tiempo para encaminarse a lo que se conoce como 

la movilidad inteligente de los países (Cruz, 2016). 

De igual forma, dentro de sus planes mantiene la ex-

pansión de sus redes viales para aumentar la capaci-

dad de tránsito y hacerlas más eficientes en materia 

de movilidad.

En el sistema español también se adoptó un Plan 

estratégico de infraestructura y transporte (PEIT), en 

el cual se propone la integración de los servicios y 

mejorar la eficiencia energética, teniendo en cuenta 

criterios como la seguridad y la capacidad (Cipoletta 

Tomassian, Pérez Salas y Sánchez, 2010). Así, se em-

piezan a seguir una serie de medidas que benefician 

la gestión de la oferta y de la demanda en el marco 

del desarrollo del patrimonio de infraestructuras.

En el caso colombiano, por último, la planeación 

actual de la política de infraestructura se origina 

en entidades como el Consejo Nacional de Política 

Económica y Social (Conpes) y el Departamento Na-

cional de Planeación (DNP), que son el pilar para la 

materialización y consolidación de proyectos de in-

fraestructura nacional.
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Regiones e infraestructura 		
en Latinoamérica, 		
¿cómo ayuda la infraestructura 	
a superar las brechas?

El valor de lo territorial y su relación con el progreso 

regional se han revalorizado por el influjo del contex-

to de globalización que en la actualidad enmarca el 

desarrollo de los países. La apertura de los mercados 

mundiales incluye asimismo una nueva visión en tér-

minos de competitividad, que ha generado que en 

economías en vía de desarrollo se adopten políticas 

que buscan responder a la búsqueda de inserción 

en los nuevos modelos de desarrollo, en los cuales 

la inversión en infraestructura es uno de los pilares. 

América Latina asumió hace unos años los desafíos 

y retos que se derivan de las nuevas condiciones sur-

gidas en los círculos de progreso formados por los 

principales nodos regionales del mundo. La intensi-

ficación de las relaciones comerciales ha facilitado la 

creación de lazos entre países, logrando establecer 

conexiones que van más allá de las fronteras para 

conformar espacios económicos ampliados e inte-

grados (Vieira Posada, 2013). Así se consolidan blo-

ques macro-regionales que dan línea de acción a los 

países que los integran.

En cuanto a la composición del gasto en la inversión 

pública, en la región se ve una tendencia de mayor 

inversión en aspectos relacionados con el transporte, 

con una estimación de aproximadamente 25% del 

total durante el periodo 2014-2015. Otras priorida-

des han sido la construcción de viviendas con 17%, la 

distribución de energía con 13% y en modelos edu-

cativos, a los cuales se les destina 10% (BID, 2016).

Ahora bien, al analizar con la perspectiva de bloques 

regionales en América Latina, uno de los primeros 

que abordó el desarrollo regional fue la Comunidad 

Andina (CAN). En 2004 se estableció el primer pro-

ceso de integración andino que llevó a la primera 

Estrategia andina de desarrollo y competitividad 

territorial (EADT). Un año más tarde se presentó el 

primer estudio sobre Elementos para una estrategia 

de desarrollo territorial (Vieira Posada, 2013). Las ac-

tividades económicas que más destacan en el bloque 

han sido relacionadas con el sector construcción, 

con un crecimiento de 0,7% del tercer trimestre de 

2015 a 2016, y el sector suministros de electricidad, 

gas y agua, con un aumento de 1,5% durante el 

mismo periodo. Infortunadamente, el sector comu-

nicaciones es uno de los que más ha decrecido: –1% 

(Comunidad Andina, 2017). 

Por su parte, en 2005 el Mercado Común del Sur 

(Mercosur) creó, con la Unión Europea como refe-

rente, el Fondo para la Convergencia Estructural del 

Mercosur (Focem), para atender básicamente cuatro 

programas: convergencia estructural; desarrollo de 

la competitividad; cohesión social y refuerzo de la 

estructura institucional y del proceso de integración; 

y, finalmente, la organización del Programa de inte-

gración productiva (Vieira Posada, 2013).

En diciembre de 2011 el primer programa de con-

vergencia estructural alcanzó el 90% del total de 

proyectos aprobados para sostener programas re-

lacionados con la distribución de energía eléctrica 

e hídrica, la construcción, la modernización y la re-

cuperación de vías de transporte multimodal para 

aportar a la integración física del bloque (Vieira Posa-

da, 2013). La idea era centrar esfuerzos en las nacio-

nes más vulnerables y más necesitadas de inversión, 

como el desarrollo vial en Paraguay, la distribución 

de energía eléctrica en Argentina y la consolidación 

de vías férreas en Uruguay (Berretoni y Lucángeli, en 

Vieira Posada, 2013).

La Iniciativa para la integración de la infraestructura 

regional suramericana (Iirsa) se ha planteado como 

uno de los programas más viables para el desarrollo 

de la infraestructura en las regiones. Desde inicios de 

2000 se estableció como uno de los primeros meca-

nismos de coordinación y planificación en la región, 

para priorizar proyectos que contribuyeran al forta-

lecimiento de la infraestructura en todas las nacio-

nes involucradas, mediante la guía de los ministros 

de Infraestructura, directores sectoriales y entidades 

técnicas, tales como la Corporación Andina de Fo-
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mento (CAF) o el Banco Interamericano de Desarrollo 

(BID) (Comunidad Andina, 2004).

Dado que la Iniciativa involucraba los doce países del 

sur del continente, se pretendía potenciar la región 

al incrementar diversos aspectos para desarrollar su 

competitividad y establecer la base del progreso so-

cial. En realidad, era una visión geoeconómica sopor-

tada en el desarrollo de la infraestructura integrada 

para promover no solo el progreso vial, sino también 

mejoras en la distribución de servicios públicos y te-

lecomunicaciones para mejorar las condiciones de 

vida de la población de acuerdo con un criterio más 

equitativo

A partir de allí se llevaron a cabo trece cumbres en las 

que se progresó hasta la consolidación oficial de la 

Unión de Naciones Suramericana (Unasur) en 2008. 

Institucionalmente se crearon consejos relacionados 

con diversas áreas entre las que se destaca el Conse-

jo Suramericano de la Infraestructura y Planeamiento 

(Cosiplan) (Consejo Suramericano de Infraestructura 

y Planeamiento, s.f.). Así, la Iniciativa para la inte-

gración de la infraestructura regional suramericana 

se convirtió poco a poco en el Foro Técnico de Cosi-

plan, para brindar apoyo en ámbitos de planeación.

En 2016 la cartera del Cosiplan contaba con qui-

nientos ochenta y un proyectos3 en total, con una 

inversión estimada de 191.420 millones de dólares. 

Quinientos dieciocho correspondieron a proyectos 

para transporte, cincuenta y seis a energía y siete al 

sector de comunicaciones (Consejo Suramericano de 

Infraestructura y Planeamiento, 2016). El 69% de la 

inversión fue para transporte, el 29% para energía 

y la pequeña porción restante para comunicaciones, 

lo cual muestra los amplios esfuerzos para consolidar 

una conexión vial que permita una mayor y mejor 

movilidad de personas y productos en las naciones.

Uno de los proyectos con una de las inversiones más 

altas dentro de la cartera anterior es la construcción 

3	 Se toman en cuenta los admitidos (etapa de perfil), los pree-
jecutados, los ejecutados y los consolidados.

del Complejo hidroeléctrico del río Madeira en Brasil, 

el cual se presenta como una alternativa para diver-

sificar la matriz energética del territorio a partir del 

uso de recursos hídricos para la producción de ener-

gía, cuyo desembolso total está estimado en cerca 

de18.200 millones de dólares por parte del Banco 

Nacional de Desarrollo Económico y Social de Brasil y 

una serie de bancos privados (Consejo Suramericano 

de Infraestructura y Planeamiento, 2016).

La disposición de los servicios públicos vitales y la re-

solución de problemas de acceso contribuyen a la 

integración y la paz social. Es importante también la 

vinculación de servicios relacionados con la salud, ta-

les como el acceso a agua potable y al alcantarillado 

sanitario, lo que garantiza un mínimo vital de calidad 

de vida de la población. Así, el caso Brasil es destaca-

ble no solo por la alternativa para producir energía, 

sino como una posibilidad de lograr una mayor ratio 

de cubrimiento para nuevos usuarios y mitigar pro-

blemas de accesibilidad. 

Brasil también se caracteriza por una gestión de ac-

ceso bajo la supervisión de la Secretaría Nacional de 

Saneamiento Ambiental del Ministerio de las Ciu-

dades, mediante programas destacados como el 

Programa de modernizaçao do setor de saneamen-

to (PMSS) y Saneamiento ambiental urbano (Ferro 

y Lentini, 2012). El objetivo de estos programas es 

establecer un sistema de subsidios cruzados entre 

categorías de usuarios y algunas regiones específi-

cas del país, para fijar unas tarifas diferenciadas que 

logren una mayor cobertura para las personas que 

habiten inmuebles de menos de 60 metros cuadra-

dos y cuyo ingreso familiar no supere los dos salarios 

mínimos estipulados.

El segundo proyecto más costoso del Cosiplan pro-

viene del Ecuador, en donde se pretende establecer 

un tren eléctrico de carga para consolidar una red 

férrea sostenible que logre integrar los actuales y 

potenciales centros productivos del país con puer-

tos importantes ubicados en el Pacífico o, incluso, 

con las conexiones fronterizas con Perú y Colombia 

(Consejo Suramericano de Infraestructura y Planea-
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miento, 2016), para facilitar el comercio entre estas 

naciones en particular.

Los beneficios de la construcción del tren eléctrico 

incluyen la interconexión física de actividades eco-

nómicas relevantes para la generación de puestos 

de trabajo, la reducción de la informalidad, de los 

siniestros por transporte terrestre y la disminución 

de los tiempos y costos de viaje. Igualmente, gracias 

a un menor consumo de petróleo y derivados, la 

propuesta de esta alternativa establece un cambio 

en la matriz energética para su funcionamiento, así 

como también mayores recursos –provenientes del 

subsidio petrolero– para financiar aspectos de edu-

cación, salud, movilidad e inclusión social.

Dejando a un lado al Cosiplan, en Argentina se han 

adelantado proyectos que se dedican a mejorar la 

prestación de los servicios de infraestructura. En la 

provincia de Buenos Aires se propuso una iniciativa 

para mejorar los índices de pobreza y aumentar la 

igualdad social. Contando con la prosperidad social 

y ambiental, se persiguió el objetivo fundamental de 

mejorar las condiciones de los habitantes respecto al 

abastecimiento de servicios de transporte y de agua, 

alcantarillado y drenaje.

En el componente de transporte la idea era dirigir los 

esfuerzos a rehabilitar segmentos de alta prioridad 

en la red de carreteras no concesionadas, provincia-

les interurbanos, eliminar embotellamientos en con-

junto con la seguridad vial y rehabilitar carreteras de 

acceso no concesionadas (Banco Mundial, 2015). En 

ese punto se planteó la rehabilitación de 251 km de 

carreteras, la ampliación de la capacidad de 35 km 

de carreteras y el mejoramiento de dos interseccio-

nes clave para estrategias de movilidad.

En el componente del agua y alcantarillado, el pro-

yecto logró establecer 9.045 conexiones de agua y 

82.508 líneas de alcantarillado. De igual forma, se 

hizo un análisis sobre la generación de empleo en 

Buenos Aires, identificando los sectores y las regio-

nes destacadas (Banco Mundial, 2015). Básicamen-

te, dicho proyecto evaluó una serie de aspectos que 

impactaban en alto grado el bienestar de la pobla-

ción de bajos recursos y alta vulnerabilidad, finalizan-

do con un costo total de 362 millones de dólares.

En México, en contraste, se planteó un Programa na-

cional de infraestructura para el periodo 2014-2018, 

en el que prevalecen aspectos de competitividad so-

bre aspectos de bienestar social, aun cuando bien se 

sabe que inversiones en el primer componente ten-

drán impactos indirectos en el segundo. En materia 

de energía, por ejemplo, se priorizan estrategias para 

impulsar proyectos de transporte y almacenamiento 

de combustibles, aun cuando también se contempla 

en menor medida la distribución de energía eléctrica 

(Presidencia de la República de Mexico, 2017) para 

buscar una mayor cobertura del servicio.

No obstante, los mayores montos de inversión del 

gobierno de México son para programas para comu-

nicaciones y transportes, y para el desarrollo agrario, 

territorial y urbano. Para el primero, con una inver-

sión de 1.320.109 millones de pesos mexicanos, se 

plantean estrategias sobre el transporte multimodal 

y la ampliación de la capacidad para una movilidad 

moderna y segura; para el segundo, con un monto 

de 1.850.740 millones de pesos, se establece el fo-

mento de adquisición de vivienda dentro de un en-

torno urbano sustentable e inteligente (Presidencia 

de la República de Mexico, 2017).

Una iniciativa puntual de México es su programa 

de vivienda sustentable, a cargo de la Secretaría de 

Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu), ba-

sado en viviendas dedicadas a reducir el consumo 

de energía y de CO2 mediante una arquitectura bio-

climática. Este proyecto se fundamenta en los 8,9 

millones de hogares que se encuentran en rezago 

habitacional y en el compromiso gubernamental de 

reducir sus emisiones de CO2 (Comisión Nacional de 

Vivienda, 2016). Todo esto con el objeto de avanzar 

en diseños eficientes que lleven a mejorar la calidad 

de las viviendas, el desarrollo urbano y mayor acceso 

a viviendas para población en situaciones de vulne-

rabilidad.
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Aun cuando solo expusimos algunos casos desta-

cados, en América Latina se ha hecho un esfuerzo 

general para establecer proyectos de alta viabilidad 

que contribuyan a la superación de las brechas so-

ciales, bien sea por deficiencias estructurales o por 

condiciones de vulnerabilidad poblacional. Además, 

se considera importante la conformación de una red 

integral que tenga en cuenta todos los aspectos y, en 

ello, Colombia no se queda atrás.

Así, frente a este panorama general de la situación 

actual en algunos países de Latinoamérica, hay una 

serie de estrategias con alto potencial de desarrollo 

en Colombia. Por ejemplo, ante la iniciativa de di-

versas alcaldías en el territorio nacional en cuanto 

a inversión de viviendas, la alternativa que plantea 

México es una opción que beneficia a la población 

en materia de adquisición habitacional y sostenibili-

dad ambiental. 

Aun cuando en la región se mantienen modelos 

potenciales, en el país se ha contemplado una serie 

de proyectos que pretenden avances en la infraes-

tructura, buscando no solo la obtención de mejores 

niveles de competitividad nacional sino, también, 

mayores beneficiados en materia social y económica.

La política nacional de Colombia 
sobre proyectos 			 
de infraestructura

Es necesario considerar y evaluar a continuación la 

profundidad de la productividad generada por la 

inversión en la infraestructura en el país. Una in-

fraestructura insuficiente es un factor que limita el 

crecimiento. En el caso de Colombia, el margen pre-

supuestal tiende a ser estrecho, razón por la cual se 

propende a alternativas viables que no lleven a car-

gar al país con una deuda insostenible.

Aun cuando en la literatura no hay consenso sobre 

los efectos positivos de la mayor inversión pública 

en el crecimiento del PIB, la eficiencia de la inver-

sión, gracias a una gestión adecuada de los recursos 

disponibles, es un aspecto fundamental para que la 

productividad se derive de la calidad de la infraes-

tructura. Ello es un enorme reto que debe afron-

tar Colombia, a pesar de la alta volatilidad que se 

mantiene en la inversión pública para el sector de la 

infraestructura, por la diversidad de planes de go-

bierno.

Debe tenerse en cuenta que el reciente escenario de 

posacuerdo puede ser una oportunidad para volcar 

la mirada hacia la gran importancia de la infraestruc-

tura para el desarrollo nacional y territorial. Con o 

sin Acuerdo de paz, las necesidades de inversión y 

de proyectos útiles en infraestructura son una reali-

dad y persisten. El núcleo de esto es que la firma del 

Acuerdo servirá como motivo para prestar atención 

a regiones marginadas y que demandan mejoras en 

sus redes viales, tecnológicas, de servicios y demás. 

Incluso, el posacuerdo contiene cuantiosos fondos 

–como se verá al final del documento– sobre los cua-

les se puede hacer la planeación pertinente y servirá, 

entonces, como vehículo para potenciar las acciones 

público-privadas requeridas.

El concepto de infraestructura involucra un conjunto 

de obras necesarias para contribuir al desarrollo de 

la nación aportando, adicionalmente, a mejorar los 

servicios ofrecidos y al bienestar de los ciudadanos 

(PMI, 2015). Esta noción de infraestructura incluye 

la de transporte, servicios públicos, edificaciones y 

telecomunicaciones, entre otras.

Según el Anuario mundial de competitividad (2016), 

Colombia tuvo un índice de 56 en una escala de 0 a 

100 en materia de infraestructura, donde 100 repre-

senta una óptima competitividad. Dos factores que 

llevaron a una caída de dos posiciones respecto a 

2015 fueron la salud y el medio ambiente por pro-

blemas de contaminación, y un bajo impacto sobre 

los problemas en salud, la infraestructura básica de-

bido al aumento en costos de electricidad y la defi-

ciencia en el abastecimiento de energía a futuro.

Así, la inversión en infraestructura va más allá de ser 

un simple fin y se debe constituir en un medio por 
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Fuente: elaboración propia con base en Infralatam.

Gráfico 1. Inversión en infraestructura: Colombia, 2008-2015 (porcentaje PIB)

conducto del cual las actividades económicas o sec-

tores de la economía nacional crecen y se desarro-

llan. Según estimaciones de Fedesarrollo, por cada 

peso de valor agregado en las obras civiles se impul-

sa la producción nacional en 1,4 pesos (PMI, 2015) al 

utilizar como eje transversal a la infraestructura. Sin 

duda, la estimulación económica mantiene impac-

tos sociales con base en la promoción del empleo, 

la reducción de la pobreza y la mayor adquisición de 

bienes y servicios que aumentan la calidad de vida.

Los obstáculos más frecuentes en la ejecución de 

proyectos relacionados con la infraestructura son 

la adquisición de predios, la coordinación entre los 

proyectos y las compañías de servicios públicos, la 

obtención de licencias ambientales, la relación con 

las comunidades étnicas y la optimización técnico-

financiera de los proyectos (Anif, 2011) para lograr 

dar un panorama de viabilidad.

Los problemas relacionados mantienen una estrecha 

relación con la generación de sobrecostos en el pro-

yecto por desarrollar. En ocasiones, por ejemplo, solo 

se puede adquirir parcialmente un terreno, o la en-

trega, por efecto de trámites, llega a ser muy demo-

rada y retrasa el cronograma establecido. También 

hay obras en las que los agentes entran en conflicto 

de intereses, siendo de alto impacto los relacionados 

con comunidades específicas por percepciones de 

vulnerabilidad a derechos territoriales o por impac-

tos medioambientales. 

Durante la última década, la inversión en infraestruc-

tura en Colombia solo correspondió, en promedio, a 

3,2% del PIB (gráfico 1), monto muy por debajo del 

6% del PIB recomendado por entidades multilatera-

les como el Banco Mundial para afrontar los rezagos 

en este sector (Anif, 2014). Infortunadamente, en 

este frente no se ha podido generar un verdadero 

dinamismo, debido a la falta de una estructura insti-

tucional-gubernamental fuerte, a pesar de que casi 

dos tercios de la inversión total provienen de fondos 

públicos. 

Al respecto, se puede decir que la primera administra-

ción del presidente Juan Manuel Santos (2010-2014) 

tomó algunas medidas para fortalecer el sector de 

infraestructura mediante la creación de instituciones 

clave como el Viceministerio de Infraestructura, la 

Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) y la Finan-

ciera de Desarrollo Nacional (FDN) (Meléndez, 2015). 

El propósito era introducir mejoras y líneas de acción 
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más claras, especialmente en aspectos de contrata-

ción y financiación de proyectos asociados a la in-

fraestructura nacional.

En cuanto a la regulación, se dispuso la ley de la 

infraestructura (ley 1682 de 2013), por la cual se 

adoptan las medidas y disposiciones relacionadas 

con los proyectos de la infraestructura de transporte, 

lo que incluye la red vial, los canales fluviales, líneas 

férreas, infraestructura aeronáutica, infraestructu-

ra aeroportuaria, logística, entre otros aspectos. De 

igual manera, se estipulan los principios básicos so-

bres los cuales se fundamentarán los proyectos rela-

cionados, entre los que nos concierne la accesibili-

dad, la adaptación y mitigación al cambio climático, 

la capacidad, la calidad del servicio y la conectividad 

en relación con nuestro análisis enmarcado en la 

equidad y la sostenibilidad.

En Colombia ha habido esfuerzos de inversión en in-

fraestructura para potenciar el desarrollo en ámbitos 

industriales-tecnológicos, de transporte, de servicios 

públicos y logísticos. Así, a continuación se analizan 

estos cuatro sectores a profundidad, para ver la re-

lación entre infraestructura y equidad, a partir del 

impacto de los proyectos examinados sobre la po-

blación.

Agro, desarrollo industrial y tecnológico

Aun cuando desde que en 1991 se iniciara el proceso 

de apertura económica los distintos gobiernos de Co-

lombia han buscado insertarse dentro del comercio 

internacional con fuerza mediante la firma de trata-

dos de libre comercio (TLC) que le permitirían forta-

lecer su cartera de agentes para sus exportaciones, 

en los últimos años el país está inmerso en una crisis 

exportadora, al perder casi la mitad de su valor ex-

portador durante el periodo 2013-2016 (Anif, 2016). 

El bajo desempeño en materia industrial no depen-

de únicamente de la baja diversificación de bienes 

y servicios. Si bien la baja tecnificación de nuestros 

procesos y la tecnología limitada interfieren en el 

progreso de los sectores de la economía, la deficien-

te infraestructura actual también repercute en ello. 

Los altos sobrecostos de transporte-infraestructura, 

laborales y energéticos dificultan el aprovechamien-

to pleno de las relaciones actuales con otros países 

(Anif, 2016), que mejoraría nuestra competitividad 

internacional. Incluso, la corrupción puede vincular-

se como otro aspecto transversal que incrementa 

nuestro costo país.

El sector agropecuario es uno de los que más apor-

ta a la economía nacional. Sin duda, esta parte del 

eslabón primario es la principal actividad económica 

del país, aunque su crecimiento no ha podido es-

timularse. En 2016 solo creció 0,5%, y los cultivos 

permanentes decrecieron, empezando por el café 

que cayó –0,3%, las frutas –3,8% y la caña –4%. 

Apenas se observan tendencias de crecimiento en 

cultivos transitorios como el arroz, que incrementó 

su producción 27%, y el sector pecuario con 0,9%, 

en el que la producción de aves y ganado porcino 

fueron importantes por mayor consumo por precio 

(Arango Nieto, 2017).

La inversión en el agro representa escasamente 5% 

del presupuesto general de la nación desde 2002. 

En cuanto a cobertura de vías terciarias, para co-

nectar las veredas con las cabeceras municipales, 

casi la mitad se encuentra en un estado deficitario 

por falencias en pavimentación. La cobertura, a su 

vez, se potencia especialmente en las regiones que 

concentran las principales ciudades del país, con 

vías que oscilan entre 4 y 7 km por cada 1.000 km2 

(Lozano y Restrepo, 2016). Y el acceso a los centros 

de acopio y comercialización se concentra en las re-

giones Andina y Pacífica, centrales en el desarrollo 

del sector.

Adicional a ello, la competitividad en el sector afec-

ta considerablemente el bienestar de la población 

rural. En muchas ocasiones, los campesinos y culti-

vadores no pueden cubrir sus costos de producción 

por la caída en los precios, para ellos, de muchos de 

los productos. Parte de esto también se relaciona 

con la concentración de la propiedad de la tierra, 
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que limita la capacidad de los cultivos de la pobla-

ción más vulnerable.

Del total de unidades productivas para cultivos, 

aproximadamente el 70% tiene menos de 5 hec-

táreas, y la fragmentación de la tierra viene en au-

mento. Por otra parte, según informes del Dane 

(Departamento Administrativo Nacional de Estadís-

tica) aún hay casi 5% de tierra para uso agrícola 

que no tiene acceso a agua (El Espectador, 2015), 

lo que dificulta las labores de riego y desarrollo de 

los cultivos y tiene implicaciones negativas sobre las 

capacidades laborales de la población rural, am-

pliando a su vez la brecha social en comparación 

con las regiones urbanas.

No obstante, gracias a la etapa que transcurre por el 

posconflicto, se ha desarrollado un marco económi-

co que busca fomentar la productividad y la prospe-

ridad en el sector rural, pues uno de los problemas 

que afecta a esta población es la inseguridad por el 

desplazamiento forzado y la ocupación de tierras por 

parte de grupos al margen de la ley.

Recientemente el gobierno nacional dijo estar pre-

parando un decreto para la construcción de más de 

3.000 km de vías terciarias para beneficiar a muni-

cipios afectados por el conflicto armado en quince 

departamentos (La República, 2017). El objetivo es 

buscar la conectividad territorial para brindar una 

mejor calidad de vida a miles de colombianos me-

diante la conexión con centros urbanos importantes.

Sin embargo, la productividad en el agro no se ase-

gura solo mejorando la infraestructura. La integra-

lidad que esto requiere remite también a la demo-

cratización del acceso al uso productivo de la tierra. 

Para ello debe evaluarse la funcionalidad del Fondo 

de Tierras dispuesto en el Acuerdo de paz, que creó 

el gobierno nacional para la distribución gratuita del 

factor, y el cual se supone será permanente y dispon-

drá de casi tres millones de hectáreas en sus primeros 

doce años de operación, provenientes de las tierras 

recuperadas, donadas, inexplotadas, derivadas de la 

actualización, delimitación y fortalecimiento de la re-

serva forestal, entre otras fuentes (Alto Comisionado 

para la Paz, 2016).

De hecho, el Acuerdo tiene previsto un punto sobre 

infraestructura y adecuación de tierras mediante una 

red vial, de riego, de energía y de conectividad. In-

fortunadamente, nada tiene sentido si, en la medida 

en que se abarque una mayor cobertura de tierras, 

no se garantiza una seguridad jurídica de propiedad 

sobre las posesiones. Este punto está inmerso dentro 

de la formalización masiva de la pequeña y mediana 

propiedad rural, pero demanda mayor especificidad 

sobre las iniciativas y herramientas –para responder 

al qué y al cómo– del estado para la protección de 

los derechos de propiedad.

Por otra parte, los criterios de innovación han mante-

nido importancia en la creación, gestión y adopción 

de política pública para promover el desarrollo social. 

En este aspecto, la tecnología toma importancia, 

pues se configura como el medio o la herramienta 

indispensable que da lugar a la capacidad de innovar 

para establecer nuevas formas de hacer las cosas o 

mejorar los procesos que se venían implementando.

El plan Vive digital se adoptó en el país desde 2010 

para buscar la masificación del internet y lograr un 

desarrollo en el ecosistema digital de la nación. Con 

este se buscó la democratización de las TIC para ge-

nerar más empleo y reducir la pobreza, con base en 

análisis de estudios asociados que manifiestan que, 

por cada empleo generado en la industria tecnoló-

gica, se generan entre 2 y 3,5 adicionales en la eco-

nomía (Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones, 2011).

El plan incorporó soluciones puntuales, segmenta-

das bajo las perspectivas de oferta y de demanda. 

Para la primera se concentró, por ejemplo, en la 

expansión de la red nacional de fibra óptica; en un 

esquema de infraestructura para zonas rurales que 

provee servicios básicos de internet y telefonía a cen-

tros comunitarios, escuelas, bibliotecas, hospitales y 

otras entidades públicas; en facilidades que permi-

tan el despliegue de infraestructura dentro de las 
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viviendas y edificaciones para tecnologías alámbricas 

o inalámbricas; y en el acceso al servicio de televisión 

pública o radio digital (Ministerio de Tecnologías de 

la Información y las Comunicaciones, 2011).

En cuanto a la demanda, se estableció una estrate-

gia importante para satisfacer necesidades puntua-

les de los usuarios a fin de que estos encontraran 

mayor utilidad de esas necesidades. Se empezaron 

a consolidar entonces el gobierno electrónico, para 

promocionar la eficiencia y participación, el fortale-

cimiento de la industria del outsourcing y offshoring 

para orientar al mercado laboral, y un impulso al de-

sarrollo de aplicaciones móviles para cubrir aspectos 

de funcionalidad y cobertura (Ministerio de Tecnolo-

gías de la Información y las Comunicaciones, 2011).

Los avances presentados por el Ministerio de Tecno-

logías de la Información y las Comunicaciones para el 

plan Vive digital 2010-2014 incluyen un aumento en 

7,7 millones de conexiones adicionales a internet de 

banda ancha; el incremento en 33% de los hogares 

conectados a banda ancha; la contratación de red de 

alta velocidad para conectar cuarenta y siete zonas de 

la Amazonia, la Orinoquia y el Pacífico; mayor acceso 

a áreas rurales de más de cien habitantes; el aumento 

en la oferta de operadores móviles para un total de 

diez compañías; y el establecimiento del acceso a la 

televisión digital terrestre a 65% de la población.

Y aun cuando los pilares de Vive digital para el se-

gundo gobierno del presidente Santos no se modi-

ficaron, sí se dijo que el cierre de brechas sociales a 

partir de la tecnología para 2014-2018 estaría liga-

do al desarrollo de aplicaciones sociales dirigidas a la 

población más pobre de la nación y a la eficiencia y 

transparencia por medio de las TIC.

Desarrollo vial

Para asumir el reto de la conectividad territorial, des-

de hace unos años el país le ha apostado con fuerza 

a la materialización de obras mediante las concesio-

nes 4G. La idea es adoptar una infraestructura de 

transporte que conecte a los municipios pequeños 

con las grandes ciudades y a los municipios entre sí. 

Además, se pretende solucionar algunas problemáti-

cas de embotellamientos de la red vial primaria (Me-

léndez, 2015). Este paquete de inversión demanda 

un aproximado total de COP 50 billones, y durante 

el periodo 2014-2022 el proceso de financiación se 

pretende dividir dos: para la etapa de la construc-

ción, primera fase, serían financiadores la banca 

local (30%), la banca externa (26%), el equity de 

los concesionarios (20%), fondos de capital privado 

(14%) y multilaterales-Financiera de Desarrollo Na-

cional (FDN) (10%) (Anif, 2014).

Precisamente, aquí la Agencia Nacional de Infraes-

tructura y la FDN resultan complementarias para fa-

cilitar los trámites de aspectos importantes como la 

adquisición de predios para la construcción, la ob-

tención de licencias ambientales y las negociaciones 

con las comunidades (Anif, 2016) que se ven afecta-

das con la materialización de la obra.

Posteriormente, se estableció la etapa de operación-

mantenimiento, mediante la cual se empieza a pa-

gar la deuda incurrida para dar vía libre a la primera 

etapa. Así, los recursos provendrían de los peajes 

de las concesiones, recursos públicos, en los que se 

aprobaron cerca de 12 puntos del PIB para el periodo 

2014-2044 y la emisión del bono de infraestructura4 

(Anif, 2014).

En 2013, mediante el Conpes 3760 se brindaron los 

lineamientos que fundamentan el actual programa 

de cuarta generación de concesiones viales (4G), 

o autopistas para la prosperidad, con la finalidad 

de consolidar una red nacional que permita la co-

nectividad continua y eficiente entre los centros de 

producción y consumo del país. Este documento es 

considerado una de las mayores promesas en mate-

4	 En estos se pretende la participación masiva de los fondos 
de pensiones y cesantías (AFP). Una de las adquisiciones más 
recientes fue adoptada el año pasado por Goldman Sachs 
por USD$260 millones, para financiar las concesiones de 4G 
para las autopistas para la prosperidad (Pacífico 3), que com-
prende los departamentos de Antioquia, Caldas y Risaralda.
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ria de competitividad regional pues propende al me-

joramiento estructural de toda la infraestructura vial.

Antecedentes importantes del proyecto son, en pri-

mer lugar, la concentración de la red vial primaria, de 

16.700 km, en los departamentos de Cundinamar-

ca, Boyacá, Valle del Cauca y en los departamentos 

cafeteros y de la costa Caribe, lo cual, derivaba en 

una gran congestión, por la asimetría entre el tráfi-

co anual y la capacidad real. Asimismo, la evidencia 

de un déficit en la capacidad vial de las conexiones 

intermunicipales en ciudades importantes como Me-

dellín y Bucaramanga. De ello se dedujo la falta de 

articulación para sacar provecho de la urbanización 

y de aglomeraciones en el territorio con énfasis, pri-

mordialmente, en prácticas comerciales.

Uno de los principales proyectos es la conexión entre 

el departamento de Antioquia, el Eje Cafetero y el 

Pacífico. Este primer proyecto beneficiaría directa-

mente a más de 920.000 habitantes de veintinueve 

municipios. Los estudios socioeconómicos han pro-

yectado además ahorros por concepto de tiempos 

de viaje ($2.804.426 millones)5, costos de opera-

ción vehicular ($10.207.645 millones) y ambientales 

($590.808 millones).

La concesión inicial conocida como la autopista 

Conexión Pacífico 1 plantea su desarrollo en doble 

calzada con una longitud aproximada de 32,2 kiló-

metros de vía, dos túneles dobles (Sinfaná y Ama-

gá) y cincuenta y cuatro puentes que atravesarán 

Antioquia hasta el Cauca para facilitar actividades 

comerciales y establecer el primer tramo del gran 

proyecto dirigido a mejorar la red vial de transporte 

actual (Concesionaria Vial del Pacífico, s. f.). Lo cual 

optimizará la interconexión territorial para mejorar la 

movilidad de la población y beneficiará en tiempo y 

costos a las labores dedicadas al comercio de mer-

cancías en las regiones.

Respecto a gestión de predios, a la fecha este pro-

yecto ha logrado adquirir casi 80% de la longitud to-

5	 Valores estimados a millones de pesos constantes de 2012.

tal del proyecto, lo que ha permitido el adelanto de 

más de 18 km entre Ancón sur (Antioquia) y Cuatro 

Palos (Caldas), el inicio de los túneles y la estabiliza-

ción de los terrenos con taludes y muros de concre-

to reforzado (Agencia Nacional de Infraestructura, 

2017). Avances que han permitido la generación de 

empleo en el mercado regional, mediante el contra-

to de habitantes de algunas localidades relacionadas 

con el desarrollo de las obras.

La segunda concesión, la Conexión Pacífico 2, abar-

ca el tramo Bolombolo-la Pintada en Antioquia. Esta 

inversión estima la construcción de 95 kilómetros de 

carretera, sesenta y nueve puentes e, incluso, inter-

cambiadores a desnivel6 y viaductos, esperándose 

que la obra genere más de 4.800 empleos en la 

etapa de construcción (Agencia Nacional de Infraes-

tructura, 2017). La concesión incluye también el me-

joramiento de las vías actuales entre los municipios 

involucrados, habiéndose adquirido ya 84% de los 

predios (El Colombiano, 2017). 

El último segmento, conocido como Conexión Pa-

cífico 3, busca tanto mejoras en la red vial como la 

creación de vías alternas entre los departamentos de 

Antioquia y Risaralda, en línea con la propuesta del 

megaproyecto Conexión Pacífico 1. Los resultados 

del proyecto podrían ser prometedores, pues com-

prende la reestructuración territorial, con alternativas 

viables a pesar de la particular topografía colombia-

na. Ello ofrece mayores posibilidades de movilidad a 

la ciudadanía que requiere estas interconexiones con 

los centros urbanos por motivos laborales, educati-

vos, de búsqueda de servicios hospitalarios y demás 

asociados al bienestar.

Con base en una perspectiva de una mayor interco-

nexión territorial, se considera la reducción progresi-

va en los índices de pobreza, pues la población con 

acceso a garantías mínimas de calidad de vida será 

cada vez mayor. En este caso, con referencia al desa-

6	 Interconexión o intersecciones entre niveles de corrientes 
que entran en conflicto vial por medio de rampas o, en oca-
siones, túneles.
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rrollo vial, el crecimiento social de la población rural 

se podrá ver muy favorecido con la desmovilización 

de las Farc. 

Por otra parte, de acuerdo con la misma noción de 

interconectar, es necesario pensar en la funcionali-

dad que se genera al relacionar los aspectos viales 

con las alternativas multimodales de transporte. Allí 

el más beneficiado es el factor logístico, dado que 

se ha convertido en un motor de competitividad del 

comercio y la industria, siendo, por ende, una gran 

herramienta para el crecimiento y desarrollo econó-

mico nacional, regional e internacional.

Otros aspectos que marcan el desarrollo son la re-

ducción de los costos logísticos a lo largo de la ca-

dena de valor, la utilización de las TIC como parte de 

la cadena de suministro, la valorización creciente del 

tiempo en las cadenas de producción gracias al ciclo 

de vida de los insumos y productos, el surgimiento 

de la logística “verde y sostenible” bajo el compo-

nente de responsabilidad social corporativa, entre 

otros (Epypsa, 2012).

El Plan maestro de transporte intermodal (Ministerio 

de Transporte, 2017) se presenta como una apuesta 

del estado colombiano para organizar estratégica-

mente el crecimiento del país, mediante una red de 

infraestructura que conecte las ciudades, regiones, 

fronteras y puertos. La idea es que Colombia, en 

veinte años, supere el atraso estructural y práctico 

mediante la interconexión y un transporte mucho 

más competitivo para lograr que, por ejemplo, un 

camión alcance los 60 km/h en zonas montañosas y 

80 km/h en terrenos planos. Sin embargo, el reto es 

grande, pues según el índice de desempeño logísti-

co (LPI) el país está bastante rezagado, ocupando en 

2014 la posición 97, por detrás de Chile, Panamá, 

México, Argentina y Brasil.

Para cumplir las metas de una política eficiente y sos-

tenible de transportes es necesario superar la brecha 

de inversiones. Por ahora puede decirse que la polí-

tica de transportes está en una fase de maduración 

y desarrollo, y es de esperarse que continúe siendo 

importante en las políticas pública y privada, pues-

to que a mediano y largo plazo las nuevas regiones 

motrices del desarrollo económico dependen mucho 

del éxito de una política integral y duradera de trans-

portes (Epypsa, 2012).

Dicha interconexión facilitaría las actividades comer-

ciales de pequeños y medianos campesinos y permi-

tiría asimismo ampliar infraestructura vital, como la 

educativa, debido a la garantía de seguridad y faci-

lidades geográficas de acceso a poblaciones hasta 

ahora marginadas.

Desarrollo y distribución de servicios 
públicos: energía eléctrica, 		
agua potable, saneamiento y gas

Como se dijo, la distribución de los servicios públi-

cos tiene una estrecha relación con el bienestar en la 

población, pues se relaciona con los aspectos educa-

tivos, laborales y de salud de la ciudadanía. Sin em-

bargo, en regiones marginadas del país las brechas 

son evidentes, y allí las condiciones de acceso limitan 

mucho la atención a la población.

El sector de servicios públicos domiciliarios, com-

prendido por electricidad, gas y agua, tuvo un cre-

cimiento de 3,4% en 2014 y de 3% en 2015, des-

tacándose la generación y distribución de energía 

eléctrica, con un crecimiento de 3,6% en 2015. El 

gas natural tuvo una tendencia destacable en 2014, 

al crecer 8%, aun cuando para el año siguiente solo 

lo hizo 1,1% (Dane, 2017).

El sector eléctrico ha presentado grandes avances 

en cobertura poblacional, especialmente en las zo-

nas urbanas, dado el crecimiento de vivienda nueva 

generado en las grandes ciudades. Por otro lado, la 

expansión en zonas rurales genera mayores costos a 

las empresas ofertantes del servicio para establecer 

una mayor expansión física. 

En 2015 algunos de los departamentos que man-

tenían los mejores índices de cobertura de energía 



17

Infraestructura y equidad en un escenario de posacuerdo de paz  | Raúl Ávila F. / Jissel Rodríguez R.

eléctrica (ICEE) eran los que tienen las principales 

ciudades del país: Atlántico (99,4%), Cundinamarca 

(99,3%), Antioquia (98,1%) y Valle del Cauca (96, 

8%).Y Amazonas, Vichada y Vaupés mantenían los 

niveles más bajos del ICEE, inferiores al 65% (Upme, 

2015). Un año más tarde se estimó una cobertura de 

96,38% en todo el territorio nacional. 

El potencial regional hidroenergético de departa-

mentos subatendidos, tales como el Amazonas y 

el Caribe, se estima en 11’974.184 kilovatios (kW) 

y 4’126.839 kW, respectivamente (Upme, 2015). 

Así, por ejemplo, para la costa Caribe se plantea-

ron cuatro obras a 500 y 220 kilovoltios (kV) para 

la línea Sabanalarga-Bolívar, un nuevo punto de 

conexión en Cesar y dos nuevas subestaciones: el 

Río y Toluviejo. Este tipo de proyectos aumenta las 

posibilidades de una mayor distribución de ener-

gía eléctrica a raíz de una mayor generación, y po-

drían servir de epicentro para aumentar, aún más, 

la cobertura de este servicio en el país.

En cuanto a la cobertura del servicio de agua po-

table, en 2015 era superior a 90% en cincuenta y 

cuatro municipios, siendo prioridad en algunas de 

las mayores ciudades: Bogotá, Medellín y Barranqui-

lla. No obstante, en departamentos como La Guajira 

siguen vigentes retos técnicos y de disponibilidad del 

servicio (Superintendencia de Servicios, 2015) para 

garantizar niveles básicos de calidad de vida a la po-

blación, especialmente a los infantes que presentan 

altos índices de desnutrición.

Se estima que cerca de 28% de la población rural 

padece situaciones críticas por falta del sistema de 

acueducto, razón por la cual miles de personas recu-

rren al consumo de agua de pozos y ríos exponién-

dose, así, a enfermedades (El Tiempo, 2015). Ante la 

falta de una solución integral actual, el enfoque se 

dirige a soluciones individuales para llegar a zonas 

de difícil acceso con la garantía de agua apta para 

consumo humano.

Si bien el gobierno invirtió recientemente más de 

$2,7 billones para beneficiar mil doscientos dos pro-

yectos que contribuyan a la expansión de la red de 

acueducto y alcantarillado (El Tiempo, 2016), persis-

ten grandes retos, pues ciudades capitales como Yo-

pal, Riohacha y Quibdó tienen una cobertura inferior 

al 88% (Superintendencia de Servicios, 2015), sien-

do el indicador inferior si el cubrimiento se analiza 

solo por concepto de alcantarillado.

Los indicadores de cobertura de alcantarillado tienen 

el rezago que puede existir debido a las soluciones 

adoptadas por algunos municipios para el manejo 

de residuos como los pozos sépticos7 (Superinten-

dencia de Servicios, 2015). A pesar de ello, es nece-

saria la acción gubernamental para que toda la po-

blación tenga acceso a un sistema público integral 

que incluya también estas alternativas. Ello con el fin 

de brindar condiciones vitales para el saneamiento y 

la gestión adecuada de los residuos que evite la pro-

pagación de enfermedades debidas al tratamiento 

inadecuado de las aguas residuales.

Un caso exitoso se da en el departamento de Ama-

zonas, en donde la culminación de la trinchera 5 del 

relleno sanitario de Leticia ha dado una cobertura 

del 100% a la disposición de los residuos en la zona 

urbana de la región (El Tiempo, 2016). Así, se logró 

la adopción de la red integrada para el tratamiento 

de los residuos. En contraste, el funcionamiento del 

pozo séptico en la institución educativa José Celesti-

no Mutis, en Leticia también, ha sido una alternati-

va viable para satisfacer la demanda de agua en los 

tanques de almacenamiento de la entidad para la 

unidad sanitaria.

El servicio de acueducto y alcantarillado es uno de los 

más importantes que deben ser brindados a la po-

blación más vulnerable dentro del territorio nacional, 

ya que se relaciona directamente con la promoción 

de la salud, al brindar agua potable para consumo 

y redes sustentables para el tratamiento de los resi-

duos que prevengan la propagación de enfermeda-

des y la contaminación del medio ambiente.

7	 Contenedores herméticos instalados bajo tierra para el tra-
tamiento y la separación de impurezas o sedimentos sólidos 
de aguas residuales.
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Finalmente, la distribución de gas natural es otro de 

los servicios básicos que merece atención en mate-

ria social. El crecimiento de este sector muestra una 

tendencia negativa desde 2013, cuando se alcanzó 

la producción promedio más alta en la última dé-

cada: 1.146 MPCD (miles de pies cúbicos diarios) 

(Upme, 2016). La oferta viene de las cuencas de los 

Llanos orientales (Cusiana, Cupiagua), La Guajira 

(Chuchupa, Ballena) y el valle inferior del Magdalena 

(Clarinete, la Creciente). Cabe resaltar que más allá 

de la eficiencia en la producción de gas natural, los 

aumentos en la oferta dependen, en gran parte, de 

la estimulación en actividades exploratorias para ob-

tener la autosuficiencia nacional.

En 2016 se logró la conexión de 508.362 nuevos 

usuarios, para un total estimado de 8’627.947 en 

el país. El servicio se presta en más de setecientos 

centros urbanos, y 85% de los recipientes pertenece 

a hogares de estratos 1, 2 y 3 (Vanguardia, 2017). 

A pesar de ello, más de 1’300.000 familias cocinan 

con leña.

Las regiones con mayor consumo de gas natural son 

la zona Centro y la costa Caribe, con un crecimiento 

promedio anual del 2,2%. Sin embargo, en la Costa 

y el noreste las tasas de crecimiento de usuarios es-

tán decayendo, pues están alcanzando un nivel de 

saturación del mercado (Upme, 2016). Pero, al mis-

mo tiempo, en departamentos como Nariño (Pasto), 

Casanare (Aguazul, Orocué y Yopal) y La Guajira (Al-

bania), menos de 50% de su población residencial 

cuenta con este servicio.

Cabe anotar por último que aun cuando es cierto 

que los avances para desempeñar una mejor distri-

bución de los servicios han sido notorios, persisten 

retos regionales para establecer un mejor acceso a 

población marginada.

Desempeño logístico:			    
infraestructura portuaria, 		
construcciones, transporte multimodal

Como se ha visto, Colombia cuenta con importan-

tes centros urbanos y productivos, especialmente 

en la parte central del territorio. En consecuencia, la 

agenda de infraestructura debe poner a disposición 

de estos y del país en general conexiones a puertos 

marítimos que contribuyan al desarrollo comercial 

de los bienes producidos.

Además de los impactos positivos que se generan en 

el entorno económico gracias a avances en el comer-

cio del país, también existen indicadores sociales que 

dan cuenta de un buen reflejo de los avances en la 

infraestructura portuaria.

Por ejemplo, la actividad portuaria contribuye a la 

generación de empleo, tanto de planta como tem-

porales. En 2001, tres de las sociedades portuarias 

más importantes –Santa Marta, Cartagena y Barran-

quilla– lograron ocupar tan solo a cuatrocientas se-

senta y cuatro personas (Cámara Colombiana de la 

Infraestructura, 2012). Sin embargo, las cantidades 

están aumentando exponencialmente, pues las fir-

mas que construyen, operan y mantienen la infraes-

tructura portuaria del país generan, en promedio, 

46.000 empleos anuales (El Tiempo, 2016).

De igual manera, el estado recibe beneficios eco-

nómicos por recaudo de impuestos derivado de los 

puertos nacionales, impuestos que representan más 

de 10% de los ingresos netos recibidos por las so-

ciedades portuarias regionales (Cámara Colombiana 

de la Infraestructura, 2012), lográndose entre 2005 

y 2016 aumentos de más de 50% en las aduanas de 

Barranquilla, Cartagena y Buenaventura. De todos 

modos, a pesar de que contribuyen a los ingresos 

nacionales, departamentales y hasta municipales, 

persisten retos en materia de desarrollo territorial 

para configurar ciudades desarrolladas a partir de 

mayores inversiones en los puertos.
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Buenaventura sigue siendo uno de los casos en los 

cuales se registran considerables montos de inver-

sión para la infraestructura portuaria, aun cuando 

no parece haber una política nacional para lograr, 

asimismo, un mayor progreso social. Durante el pri-

mer trimestre de 2016 en la zona portuaria se invir-

tieron 18 millones de dólares para el desarrollo de 

proyectos como el TC BUEN8 y las instalaciones de 

la Sociedad Portuaria Industrial de Agua Dulce S. A. 

(Superintendencia de Puertos y Transporte, 2016). 

Sin embargo, si bien las obras en el puerto de Bue-

naventura contribuyen a mejorar las condiciones de 

recaudo aduanero, que, por ejemplo, aportó 4,2 bi-

llones de pesos a la nación en 2012 –por encima de 

Cartagena y Barranquilla– de este puerto al estado 

solo le corresponde entre 3% y 4% de dichos tribu-

tos (El País, 2013). Paradójicamente, a pesar de la 

importancia que tiene el territorio por el estableci-

miento del puerto más importante que conecta con 

el Pacífico, la ciudad está rodeada de miseria, pobre-

za, violencia y desempleo.

La construcción de viviendas y construcciones no 

residenciales es otro de los segmentos mediante el 

cual el plan de gobierno actual busca crecer. Se esti-

ma así que en 2017 el sector crecerá 4,4%, teniendo 

la reactivación de la vivienda de interés prioritario9 

y el programa de viviendas una gran participación 

(Dinero, 2016).

A inicios de este año se otorgó licencia para la cons-

trucción de más de 1,5 millones de metros cuadrados 

de casas y apartamentos de estratos bajo, medio-ba-

jo y medio, con una participación de 76% del total 

avalado (Portafolio, 2017). Se prevé que este año sea 

8	 Terminal marítimo especializado en contenedores para 
ofrecer operaciones logísticas más adaptables al comercio 
exterior, de forma que se optimicen tiempos de operación, 
costos asociados, modelos de carga, entre otros. Tomado de 
http://www.tcbuen.com/

9	 La vivienda de interés social prioritaria (VIP) tiene un valor 
máximo de setenta salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes (smlmv); la de interés social (VIS) uno de ciento treinta 
y cinco smlmv. Tomado de http://www.minvivienda.gov.co/
viceministerios/viceministerio-de-vivienda/vis-y-vip 

un buen periodo de recuperación del sector vivienda, 

al estimularse también las iniciativas en vivienda de 

interés social, con buenas perspectivas dada la canti-

dad de predios autorizados para construcción.

El programa de viviendas subsidiadas fue una res-

puesta gubernamental a la necesidad de miles de 

hogares colombianos que viven en situación de ex-

trema pobreza y, por ello, tienen dificultades para 

adquirir créditos para vivienda propia. Este proyecto 

se dividió en dos fases, y en la primera se constru-

yeron 100.000 viviendas, y en la segunda se espera 

entregar unas 30.000. 

La última fase planea beneficiar a desplazados y, o, 

damnificados de desastres naturales que aparezcan 

registrados en el Registro único de población despla-

zada, el censo de damnificados o el Sisbén (El Tiem-

po, 2016). Se trata de centrar esfuerzos en áreas de 

alta vulnerabilidad, en donde se registren altos índi-

ces de pobreza, como en los departamentos de La 

Guajira y Cesar. También por los últimos desastres 

naturales registrados en el país, es vital establecer 

una oferta de vivienda sustentable que garantice la 

ayuda al acceso de condiciones mínimas de calidad 

de vida en el proceso de recuperación de estos casos.

Este tipo de infraestructuras promueve la generación 

de empleo en el sector, pues la mayor proporción 

de la mano de obra es del nivel operativo: obreros, 

maestros de obra y operarios de máquinas y equipos 

especializados (El Tiempo, 2016). A pesar de ser cí-

clico, este periodo de empleo también suele ser ex-

tenso por los periodos de construcción, que llegan a 

tardar hasta doce o, incluso, dieciocho meses.

En materia de transporte es evidente el esfuerzo de 

los centros urbanos por establecer un sistema de 

transporte masivo que sea sostenible financieramen-

te y contribuya a la disminución de la contaminación 

ambiental y a mejoras en la movilidad. La configu-

ración de las ciudades actuales exige, al menos, una 

alternativa viable para garantizar la movilidad de 

personas en las grandes urbes y en la conexión entre 

estas.



Raúl Ávila F. / Jissel Rodríguez R. | Infraestructura y equidad en un escenario de posacuerdo de paz 

20

Durante 2015 el sector del transporte tuvo un leve 

crecimiento, de 2,6%, en comparación con 4,6% 

de 2014 (Dane, 2017), mostrando los subsectores 

terrestre y aéreo los mejores resultados. Ello debido 

a las cuantiosas inversiones de cada sector para mo-

vilizar la demanda. Sin embargo, Colombia es uno 

de los países con rezagos en infraestructura férrea, 

una de las más importantes del mundo (Anif, 2016)

Algunas de las iniciativas en este ámbito han sido los 

sistemas integrados de transporte masivo que, aun 

cuando se consideran una buena opción en cuanto 

a mejora de movilidad por tiempo, tienen unos sis-

temas de costos que repercuten fuertemente en los 

precios del servicio. Aun así, incluyendo el aumento 

en el precio de los pasajes, estas iniciativas no se con-

sideran viables en ámbitos financieros.

Un ejemplo es el sistema Transmilenio S. A. de Bogo-

tá, que recientemente aumentó su tarifa a $2.200. 

Al considerar el uso promedio de un empleado, con-

tando veinticuatro días laborales al mes, se tiene un 

total de $105.600 mensuales por dos viajes al día. 

Un monto que supera en casi $22.400 el auxilio de 

transporte que recibe el empleado que gana menos 

de dos salarios mínimos, lo cual lo obliga a ajustar el 

presupuesto disponible para otros gastos por concep-

to de arriendo, mercado, costos educativos, etcétera.

Desde la perspectiva de la compañía, el aumento ta-

rifario era necesario para cubrir el hueco financiero 

que mantiene, a pesar de tener una alta demanda. 

Previo al aumento del pasaje, a Transmilenio le costa-

ba $1.838 el transporte de un pasajero y recaudaba 

$1.748. Por lo cual la administración debía cubrir $90 

por pasajero, lo que se tradujo en una pérdida de 

$79.000 millones en 2016 (El Espectador, 2017). No 

obstante, en este caso el desbalance financiero no 

debería ser soportado por los usuarios, sino por cam-

bios en los contratos con los operadores del servicio.

Frente a un crecimiento de 19% del sistema de 

transporte masivo en 2015, el transporte intermu-

nicipal sufrió una reducción de 38% el mismo año 

en dieciséis terminales de transporte (Anif, 2016). 

Actualmente, el transporte interurbano e intermu-

nicipal está compuesto por quinientas diecinueve 

empresas que acceden al mercado mediante per-

misos de operación concedidos por el Ministerio de 

Transporte para cubrir rutas específicas, por tiempo 

indefinido, con libertad tarifaria con un rango de 

precios mínimos establecidos por la misma entidad 

gubernamental.

El transporte intermunicipal de pasajeros también 

ha tenido incrementos de tarifas, debido a aspectos 

relacionados con la volatilidad de precios del com-

bustible y los altos peajes que llegan a pagar por los 

trayectos realizados. Tarifas al alza dificultan el acce-

so a este tipo de transporte, que en ocasiones es vital 

para acceder a partes del territorio que solo cuentan 

con este tipo de modalidad por la imposibilidad de 

construir infraestructura como aeropuertos o por ser 

la única opción de carácter público por cercanía en-

tre municipalidades.

Como respuesta a las necesidades de transporte en-

tre ciudades estratégicas que cuentan con infraes-

tructura aeroportuaria, la oferta del sector aéreo ha 

sustituido considerablemente alternativas como el 

transporte interurbano/intermunicipal. Los vuelos 

han adquirido un mayor rango de acceso debido a 

aerolíneas que ofrecen bajos costos, cercanos a los 

precios de los tiquetes terrestres. 

Otros tipos de infraestructura

Respecto a los aspectos sociales, lo público es im-

portante en materia de oportunidades. Cuando la 

infraestructura es proveída y materializada con pre-

supuesto público hay un enfoque particular de ac-

ceso a la población más pobre para generarle posi-

bilidades de educación, de salud y de recreación sin 

que su capacidad adquisitiva se presente como un 

obstáculo o limitación.

Las instituciones educativas de carácter público han 

tenido avances en cobertura regional. Mediante 

diversas políticas gubernamentales se ha dado vía 
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al acceso a la educación de miles de infantes. Sin 

embargo, los resultados no son los mejores. Aun 

cuando desde 2012 la educación es gratuita –desde 

transición hasta la culminación de la educación me-

dia– se mantienen una serie de costos indirectos de 

transporte o útiles escolares que limitan el ingreso 

a las instituciones (Ministerio de Educación, 2016). 

En consecuencia, la educación básica secundaria si-

gue siendo el eslabón más débil, con una tasa de 

deserción anual del 4,5%, superior a la de educa-

ción primaria (3,2%) y media (3,1%) (Ministerio de 

Educación, 2016). Adicionalmente, en general, la 

calidad educativa es muy baja, lo que se refleja en 

resultados de pruebas internacionales, como la Pisa, 

en la que el país está en un promedio bajo en el 

ranquin mundial, en el que solo se destacan algunas 

universidades. 

La infraestructura escolar sigue siendo deficitaria, 

incluso en las zonas urbanas más desarrolladas. En 

2015 se estableció el Plan nacional de infraestruc-

tura para la jornada única escolar 2015-2018, que 

pretende la construcción de 30.693 aulas para miti-

gar la falta de 51.134 nuevas en treinta regiones de 

la nación. Bogotá y el departamento de Antioquia 

tenían los déficits más altos, con 9.219 y 7.959 aulas 

requeridas (Ministerio de Educación, 2016). 

La infraestructura deficiente tiene incidencias negati-

vas sobre el desempeño educativo de los estudiantes, 

pues no se brindan las herramientas necesarias para 

el desarrollo de una pedagogía de calidad. Variables 

relacionadas con el estado de las construcciones, el 

material educativo brindado a docentes y estudian-

tes, el transporte y la alimentación escolar hacen 

parte del cumplimiento al derecho a la educación, 

pues brindan garantías de acceso y permanencia. 

El paro de maestros de 2017, que incluía una serie 

de peticiones para mejorar las condiciones laborales 

de los docentes, puso de presente asimismo la apa-

rente incapacidad estatal para cumplir su objetivo 

plasmado en el Plan nacional de infraestructura. En 

2016 se obtuvo un estimado de 1.650 aulas nuevas 

y la mejora de seiscientas cuarenta y cinco en va-

rias partes del territorio. Sin embargo, tal y como lo 

sustentó la Federación Colombiana de Trabajadores 

de la Educación (Fecode), hacen falta un mayor pre-

supuesto destinado a la educación –para aumentar 

los recursos disponibles– y la integración de políticas 

que establezcan una relación entre aspectos como la 

adecuación de la planta docente y la asignación de 

un plan de alimentación para los infantes (El Colom-

biano, 2017). 

Si los planes no van más allá de los principales cascos 

urbanos pensar en equidad en educación es impo-

sible, porque existe una tendencia permanente de 

priorizar las grandes ciudades, incluso en los planes 

de este año. La disminución de la brecha urbano-

rural requiere de una serie de políticas públicas que 

integren a la población marginada, y el posconflicto 

brinda una excelente oportunidad para ejercer mar-

cos de acción sostenibles en el tiempo. Es cierto sin 

embargo que si no se invierte lo suficiente el país no 

será el más educado de América Latina, uno de los 

objetivos planteados en el plan nacional de desarro-

llo para 2025.

En relación con la infraestructura hospitalaria, el 

régimen actual de salud es un modelo dedicado al 

subsidio de la demanda por medio de los regíme-

nes contributivo y subsidiado. La concentración en 

este segmento ha desencadenado una mayor co-

bertura, pero un menor acceso y una mala calidad 

en la prestación de los servicios. El descuido sobre la 

oferta afecta directamente la logística hospitalaria, 

pues existen hospitales con dificultades para cubrir 

sus costos fijos.

En perspectiva regional, la inequidad en el estado de 

salud es evidente también: la Amazonia y el Pacífico 

muestran los índices más bajos (Banco de la Repúbli-

ca, 2015). Allí tiene altas repercusiones la capacidad 

instalada de los hospitales que operan actualmente, 

así como la baja inversión en equipos biomédicos. Al 

respecto, como en la capacidad hospitalaria pública 

en el país no se han efectuado grandes cambios, las 

atenciones que requieren mayor complejidad están 



Raúl Ávila F. / Jissel Rodríguez R. | Infraestructura y equidad en un escenario de posacuerdo de paz 

22

siendo resueltas por IPS (instituciones prestadoras 

de servicios) de naturaleza privada, realidad que se 

refuerza por el hecho de que en el país 57% de las 

camas, 76% de los quirófanos y 51% de las ambu-

lancias son de naturaleza privada (Banco de la Repú-

blica, 2015: 17).

En 2017 se tiene establecida una inversión cercana 

a los 63.000 millones de pesos para proyectos que 

mejoren la red hospitalaria de veintiséis departamen-

tos. Con lo que se planea la construcción de nuevos 

hospitales en Quindío, Cauca y Bolívar; una mayor 

dotación de equipos médicos para hospitales en 

Santa Marta, San Andrés y Caquetá; y la financiación 

para adquirir ambulancias en Bolívar, Cesar, Antio-

quia y Santander (El Colombiano, 2017). Este tipo de 

inversiones a la oferta son iniciativas fundamentales 

que mejorarán las malas condiciones de acceso que 

tiene actualmente la población.

Finalmente, la configuración de espacios públicos 

es una oportunidad para reforzar el bienestar de la 

población a pesar de las diferencias de ingreso. Son 

importantes para promover la igualdad dentro de 

la comunidad, en donde se generan ambientes de 

sana convivencia y disfrute de los tiempos libres para 

consolidar lazos interpersonales.

Los parques y centros deportivos públicos han ad-

quirido nuevas funciones en las ciudades, promo-

viéndose el cuidado a la naturaleza con una visión 

deportiva comunitaria. Es decir, los parques que se 

vienen construyendo hace poco incluyen un espacio 

especializado para promover el deporte con una se-

rie de máquinas de gimnasio que puede usar toda 

persona. Casos como estos representan propuestas 

para promover los espacios públicos que se relacio-

nen con el bienestar social, cultural, deportivo, entre 

otros, mediante la adaptación de espacios más es-

pecializados que contribuyan a determinados fines.

La recuperación del espacio público supone proble-

mas que entorpecen el cuidado de estos lugares, 

como el desarrollo de actividades ilegales en los 

barrios, lo cual afecta la seguridad, o la invasión de 

áreas públicas por vehículos particulares o vendedo-

res ambulantes. La calidad de vida se ve impactada 

positivamente con espacios públicos amplios, bien 

iluminados, de fácil acceso, señalizados, arborizados 

y con mobiliario adecuado (Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Territorio, 2005), lo que trae, incluso, la va-

lorización de los predios privados cercanos.

Así, en medio del momento histórico por el que 

atraviesa el país se ven consideraciones importantes 

en cuanto a la infraestructura y el desempeño de la 

gestión pública para categorizar proyectos primor-

diales que brinden bienestar social integral. Como 

se observó, hay un gran esfuerzo gubernamental de 

inversión para construir infraestructura, pero no se 

enfatiza en mejorar la existente, lo cual impide los 

impactos positivos en el bienestar de los ciudadanos, 

al concedérsele más importancia a los índices de co-

bertura que a los de calidad, acceso y equidad.

Los impactos del desarrollo 	
de la infraestructura nacional

El desarrollo de la infraestructura se concibe, como 

se dijo, como uno de los pilares del progreso social. 

Es posible dar cuenta de los impactos de algunas ini-

ciativas adoptadas por el gobierno nacional y ver los 

avances en la prosperidad y el bienestar de la ciuda-

danía. Por ende, es necesario evaluar integralmente 

el sector de la infraestructura, puesto que como sus 

impactos no son homogéneos –como se mencionó 

al inicio– no ha lugar a la priorización de proyectos, 

volviéndose entonces todo clave y fundamental.

Los proyectos más prometedores son las concesio-

nes 4G para mejorar la red vial de la nación, iniciati-

vas que atraviesan los municipios con mayor número 

de homicidios entre 2003 y 2015, en donde la tasa 

promedio por 100.000 habitantes fue de 34% (Cá-

mara Colombiana de la Infraestructura, 2016). Sin 

embargo, en zonas con altas tasas históricas de ho-

micidios, como Meta y Nariño, la correlación entre 

los municipios con una alta tasa y la ubicación de 

vías concesionadas es baja.
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Ello se debe, principalmente, a que los esfuerzos se 

mantienen en cuanto a mejorar la competitividad 

nacional para facilitar el acceso a los puertos y pun-

tos estratégicos comerciales de la nación. Y refleja, 

sin duda, la importancia de las vías para la consoli-

dación del territorio y el desarrollo social, así como 

también la baja presencia del estado en partes geo-

gráficamente aisladas de la nación, caracterizadas 

por altos índices de violencia. En esto, el desarrollo 

de las vías terciarias es un aspecto importante.

Según Planeación Nacional, la longitud consolidada 

de vías regionales es mayor de 142.000 km, apro-

ximadamente el 69% del total de la red nacional. 

Dependiendo del nivel de intervención, el proyecto 

para mejorar estas vías terciarias podría costar entre 

$30 y $45 billones (Cámara Colombiana de la In-

fraestructura, 2016). En realidad, estas se establece-

rían como vías de comunicación para las zonas más 

apartadas de la geografía nacional. Sin embargo, el 

conocimiento real de la extensión de vías municipa-

les necesarias enfrenta dificultades, así como el de 

sus características topográficas y funcionales, por lo 

cual la estimación de este impacto está subestimada. 

En los acuerdos de La Habana se establece la nece-

sidad de un Plan nacional de vías terciarias que in-

tervenga, por lo menos, 20.000 km para mejorar las 

condiciones de vida de las áreas rurales y potenciar 

la capacidad comercial de los campesinos, con una 

estimación cercana a los $10 billones para su mate-

rialización. Entre los departamentos que ya iniciaron 

el proceso están Boyacá y el Cauca, a partir de la 

nivelación superficial de las vías y la extensión y el 

mejoramiento mediante el uso de recebo.

El proceso de paz ha generado una polarización que 

ha dificultado la gobernabilidad. El país, indiscutible-

mente, se ha visto afectado por el narcotráfico y la 

guerra de guerrillas, que generaron una explosión de 

violencia en buena parte del territorio. Sin embargo, 

ante el debilitamiento o el desarme de estos grupos 

armados, el estado adquiere mayores probabilidades 

de ofertar acceso y cobertura en materia de movili-

dad, servicios públicos, tecnología y, en sí, una ma-

yor infraestructura que promueva el bienestar de la 

sociedad. 

Uno de los aspectos por destacar es la generación de 

empleo, que se vería favorecida por la construcción 

de obras de infraestructura, especialmente por con-

cepto de vías –en donde ocho de cada diez empleos 

son formales–, puertos y aeropuertos. A lo que se 

suma el impacto indirecto sobre sectores comerciales 

e industriales que gracias a la ampliación de su activi-

dad económica generan nuevos puestos de trabajo.

En parte del territorio rural los grupos guerrilleros se 

formaron como empleadores o protectores de acti-

vidades ilícitas. En este sentido, el Acuerdo de paz 

podría significar la recuperación de la Colombia ru-

ral, y los empresarios colombianos de infraestructu-

ra pueden convertirse en una de las fuerzas para la 

consolidación de la paz mediante el desarrollo de ca-

rreteras, rutas fluviales, puentes, puestos, redes eléc-

tricas, internet de alta velocidad y telefonía celular 

(Cámara Colombiana de la Infraestructura, 2016).

Ahora, además de lograrse la recuperación de tierras 

destinadas a cultivos de coca u otras actividades ile-

gales, también puede establecerse un mayor acceso 

a servicios públicos. La energía eléctrica puede po-

tenciar su oferta a partir, principalmente, de centra-

les hidroeléctricas o fuentes renovables, según lo ha 

establecido la Superintendencia de Servicios Públicos 

al proponer, como ejemplo, la adopción de redes 

que se alimenten de pequeños autogeneradores 

de energía, alternativa que tiene un buen potencial 

para llegar a zonas aisladas de difícil acceso.

En el caso del agua, se pretende que otros ocho mi-

llones de colombianos tengan acceso, para combatir 

los índices de pobreza, más allá de lo rural. Así, la 

cantidad de aguas residuales tratadas puede pasar 

de 37% a 41% y el número de municipios que dis-

ponen correctamente sus residuos de 73% a 83%.

Uno de los aspectos que más contribuye a mejorar 

la calidad de vida es el acceso a servicios públicos 

domiciliarios. La desmovilización progresiva de los 
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grupos guerrilleros da la posibilidad de construir la 

paz y mejorar la equidad al brindar energía, agua y 

saneamiento a poblaciones marginadas por causa 

del conflicto. Los índices de cobertura hospitalaria 

y educativa mejorarán al acceder los habitantes por 

lo menos a una oferta mínima de este tipo de ser-

vicios, disminuyendo las tasas de mortalidad muni-

cipales –al contar con servicios de salud que mejo-

ren el bienestar físico de la población– y alcanzando 

mayores índices de cobertura en educación básica 

y superior con menores tasas de deserción. En am-

bos casos la introducción de vías terciarias es un eje 

transversal.

Otra de las ventajas del posconflicto ha sido la reduc-

ción de atentados terroristas a la infraestructura, que 

afectan la vida ciudadana y demandan considerables 

inversiones. Desde 2013 la tendencia en cuanto a 

estos atentados es negativa, siendo el registro más 

bajo el de 2016, para un total de setenta entre puen-

tes, vías, oleoductos y torres de energía (Anif, 2017).

En materia de seguridad ciudadana también ha ha-

bido mejoras, por la reducción de los homicidios y 

secuestros por causa del conflicto armado. Colombia 

pasó de tener 70 homicidios por cada 100.000 habi-

tantes en 2000 a 21 en 2016. En cuanto a secuestros 

se pasó o de 9 a 0,3 durante el mismo periodo (Anif, 

2017). 

Dichos aspectos dan cabida a un país más seguro y 

próspero y permitirían aumentar los índices de ca-

lidad de vida. Los beneficios del Acuerdo de paz, 

como la posibilidad de expansión de la infraestruc-

tura nacional, permiten prever una aceleración del 

PIB real de entre 0,5% y 1% anual durante los próxi-

mos cinco años (Anif, 2017). Así, ante el estímulo 

de los sectores económicos se potencia la capacidad 

de inversión público-privada para la ampliación de la 

infraestructura, en todas sus clases. 

Cabe anotar de todos modos que el incremento del 

PIB no involucra, necesariamente, un aumento en la 

inversión destinada. Sin embargo, sí puede ser un 

indicador de una gestión adecuada de los recursos 

por los efectos positivos que tiene en el crecimien-

to económico, aspecto en el cual Colombia tiene 

grandes retos para combatir la corrupción, el desvío 

de recursos, lograr la integración entre las depen-

dencias nacionales y territoriales, la eficiencia en la 

contratación y la transparencia, entre otros aspectos 

trascendentales. 

¿Cómo superar brechas?: 		
análisis desde el punto de vista 
de la equidad y la sostenibilidad

A pesar de los esfuerzos por reducir las brechas so-

cioeconómicas, la sociedad colombiana es una de 

las más desiguales del mundo, tal como muestran la 

distribución del ingreso, la gran diferencia entre los 

ingresos más altos y más bajos o la distribución de 

activos como la tierra. 

La corrupción que ronda buena parte de los pro-

yectos nacionales es uno de los principales respon-

sables, y más contagioso, de la inestabilidad de las 

inversiones, especialmente de índole pública. Más de 

90% de los colombianos tiene una baja confianza 

en el sistema actual de contratación pública, a pesar 

de los esfuerzos por reforzar la legislación para com-

batir este problema y cumplir con las metas de un 

estado social de derecho. Ejemplo reciente fue la re-

forma a la ley 80 para establecer un estatuto de con-

tratación simplificado que permita la transparencia 

mediante el registro abierto de la información, me-

nores riesgos económicos para el estado, etcétera. 

No obstante estos esfuerzos, la confianza no mejora. 

Este fracaso se relaciona con los resultados electora-

les, que reflejan una democracia con un alto grado 

de clientelismo, que afecta negativamente a la provi-

sión de bienes y servicios públicos para brindar con-

diciones mínimas de calidad de vida a la población y 

aumenta, en parte, las dificultades de establecer con 

éxito varios proyectos de infraestructura.

Los niveles de educación y las oportunidades labora-

les son dos aspectos que reflejan estas disonancias y 
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desequilibrios. A pesar de las iniciativas, el porcen-

taje de la población que recibe buena educación, 

como para buscar empleo y obtenerlo de calidad, 

es muy reducido. En este punto, la tecnología tiene 

un rol importante, pues empieza a ser una categoría 

dentro de las barreras de entrada.

Ante esto, Vive digital se plantea como un plan es-

tratégico para hacer llegar a toda la población opor-

tunidades digitales que favorezcan su desarrollo 

laboral, educativo y cultural. Por ejemplo, para los 

comienzos de los diálogos de paz y las condiciones 

que se fueron negociando dentro del proceso, el 

gobierno instaló más de mil cien puntos o kioscos 

en veintinueve departamentos, para mantener a la 

población informada e incentivar la opinión y partici-

pación ciudadana en las conversaciones. Ello redujo 

las brechas de acceso a la información y permitió a 

la comunidad su incursión en el mundo digital con el 

manejo de herramientas tecnológicas.

La tecnología y la ampliación de su infraestructu-

ra son trascendentales para lograr progresos en la 

nación sobre aspectos laborales y educativos. Indis-

cutiblemente, las TIC han ganado protagonismo en 

la estructura laboral, en la cual se ha establecido la 

oferta y la demanda en el mundo virtual. El desa-

rrollo de aplicaciones especializadas en búsqueda de 

empleo y el gran impacto que tienen las redes socia-

les han contribuido a su desarrollo, y se considera, 

entonces, como uno de los enfoques prioritarios de 

la agenda nacional.

Las asociaciones público-privadas son una buena op-

ción en el eje de la sostenibilidad, pues cuentan con 

fortalezas que contribuyen a minar algunas de las 

limitaciones del sector público. Las principales venta-

jas de este tipo de alianzas son la diversificación del 

riesgo en la inversión y una ampliación de la oferta 

para aumentar la capacidad presupuestal estatal con 

el fin de materializar diversos proyectos. 

Las especificidades adjuntas en un contrato de aso-

ciación público-privada también permiten un mayor 

control y monitoreo de la gestión eficiente de los re-

cursos, para evitar desvíos o egresos no justificados. 

Así, sin importar el horizonte de tiempo, que por lo 

general tienden a ser de largo plazo, el desarrollo 

de los proyectos tendrá seguimiento y control desde 

la fase de preadjudicación, para evaluar aspectos de 

factibilidad y rentabilidad desde la fase de planea-

ción. En cuanto a este último aspecto, los benefi-

cios económicos para el estado pueden ser altos, ya 

que pueden provenir de los cargos asumidos por los 

usuarios directos y, o, de recursos obtenidos a partir 

de regímenes tributarios.

Un informe reciente del Banco Mundial (2017) ex-

presa su preocupación por la eficiencia real del gasto 

estatal, pues no solo basta con plantear incremen-

tos. El foco de la cuestión es, en realidad, el análisis 

macro de aspectos socioeconómicos que integren 

una visión de crecimiento nacional y la consolidación 

de los objetivos sociales y ambientales del país. De 

tal forma que el progreso se traduzca en un verda-

dero bienestar de la población y no en índices que 

subestiman la calidad de vida con base en estadísti-

cos nominales de crecimiento económico.

Por otra parte, un estudio de Fedesarrollo (2014) es-

tableció que el gobierno nacional debería invertir un 

total de $26,33 billones anuales en infraestructura, 

lo que corresponde al 3,84% del PIB aproximada-

mente. Dentro de ello, el sector transporte se to-

maría 92,6% de la inversión, debido a la necesidad 

de infraestructura vial y modalidades de transporte 

como una red férrea. La generación de energía eléc-

trica se llevaría 7%, incluyéndose aspectos de inver-

sión y de mantenimiento.

El estudio estableció asimismo una participación 

importante de los municipios, aspecto positivo para 

fortalecer la descentralización del financiamiento, 

para que el peso no recaiga solo sobre las cuentas 

nacionales, sino también en las regionales. En esto, 

se estimó un requerimiento anual de 1,56% del PIB, 

es decir $10,9 billones, en los cuales la mayor parti-

cipación la tendrían vivienda, transporte, educación 

y provisión de agua potable, saneamiento básico y 

recolección de basuras. Sin embargo, se subestiman 



Raúl Ávila F. / Jissel Rodríguez R. | Infraestructura y equidad en un escenario de posacuerdo de paz 

26

los fondos que se han formado y potenciado a raíz 

de la firma del Acuerdo y que contienen promete-

doras sumas para inversión, que se incluyen en la 

tabla 1.

Respecto a la ineficiencia en la infraestructura, el 

estudio muestra que gran parte de los problemas 

relacionados son ajenos al sector o atribuibles al 

sector público. Si se tiene en cuenta la función ins-

titucional del estado, se deben reforzar factores de 

planeación, elaboración y ejecución de presupuestos 

en concordancia con la descentralización territorial, 

lo que requiere a su vez de grandes esfuerzos para 

ejercer un control de gestión. Sin embargo, más allá 

de que funcionen las cuentas gubernamentales, es 

necesario considerar también los impactos sobre la 

demanda, especialmente en relación con los precios.

El establecimiento de precios debe agrupar tanto la 

recuperación de costos como la aceptación social. 

Esto último repercute, mucho, sobre la percepción 

de la equidad, pues en el momento de definir la in-

versión los hacedores de política deben contar con el 

valor social agregado de los servicios ofertados. Así, 

debería darse prioridad a los proyectos que tengan 

mayor y mejor impacto en la calidad de vida.

En una perspectiva más general, otra de las brechas 

por cerrar es en cuanto al aumento de las regalías 

y en la proyección de los proyectos aprobados. En 

cuanto a las regalías, hubo un incremento de 76%, 

al pasar de $6,8 billones en 2016 a $12 billones en 

2017. En cuanto a los proyectos aprobados, durante 

el mismo periodo el aumento fue de 581%, pasan-

do de 465 a 3.168 (Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, 2017), una magnitud tan considerable que 

imposibilita la ejecución real de los proyectos en los 

territorios.

El exhaustivo estudio de Fedesarrollo (2014) indica 

asimismo que en la medida en que las regalías repre-

senten una mayor proporción de los ingresos muni-

cipales totales, se produce una pereza fiscal por un 

menor esfuerzo de recolección de ingresos derivados 

de impuestos como el predial. Así, los territorios en-

frentan el reto de potenciar la capacidad de generar 

ingresos locales que se conviertan en fuentes de in-

versión para este tipo de proyectos.

Son enormes los retos que tiene el país para alcanzar 

una estructura social más equitativa con índices de 

pobreza cada vez menores y la disminución de las 

necesidades básicas insatisfechas. Y al ser los pro-

yectos el núcleo que fundamenta este progreso es 

necesario un mayor control ciudadano y auditorías 

fiscales sobre el desarrollo de las obras actuales y fu-

turas. 

En medio de un panorama nacional en el que la co-

rrupción se toma una participación cuantiosa en la 

ejecución de los proyectos, como los de infraestruc-

tura, toda la serie de egresos e ingresos debe so-

meterse a evaluación exhaustiva y control inmediato, 

incluyendo la validez y justificación de los mismos. 

Tabla 1. Principales fondos identificados para la financiación del posacuerdo

Nombre Países participantes
Monto estipulado                      

(en millones de dólares)

Cooperación internacional recibida a través APC Múltiples donantes desde hace cinco años 2.600

Fondo de las Naciones Unidas
Suecia, Reino Unido, Noruega, Canadá, 

Irlanda, Suiza.
12 (compromiso 32,7 en cinco años) 

Fondo del Banco Mundial para la paz Suecia. 6,5

Unión Europea España, Portugal, Países Bajos, Italia. 102,2

Colombia sostenible (BID) Suiza, Suecia, Canadá, Noruega. 211

Proyectos bilaterales recursos no reembolsables Estados Unidos, Japón y otros. 702,2

Programa Paz Colombia Estados Unidos 50%, otros 50%. 450 (por año)

Fuente: Dinero, 2016.
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Más allá de aumentar el gasto, persiste la necesidad 

de empezar a hacer las cosas bien con los recursos 

que se disponen. Conviene reiterar que la eficiencia 

y la eficacia de los proyectos de infraestructura tie-

nen un enorme potencial para contribuir al progreso 

social, especialmente, en un contexto de reducción 

del conflicto armado.

Finalmente, un punto clave en cuanto a los avan-

ces en materia social es la posibilidad de reinserción 

de los desmovilizados. El posconflicto deja una gran 

cantidad de víctimas, en medio de la cual los rein-

sertados adquieren importancia para establecerse 

dentro de la sociedad. En este caso, el mayor reto 

es la aceptación del resto de la sociedad, que puede 

contribuir a facilitar el proceso de reinserción, supe-

rando los prejuicios y paradigmas asociados a la vul-

nerabilidad de la seguridad ciudadana si la sociedad 

acepta a los desmovilizados. Sin lugar a dudas, son 

personas con habilidades y deseos de reinserción en 

aspectos laborales, familiares, educativos, culturales 

y demás asociados al bienestar ciudadano.

Perspectivas y conclusiones

Sin duda, Colombia pasa por un momento históri-

co crítico. En el segundo semestre se expedirán los 

decretos de ley utilizando las facultades especiales 

otorgadas al presidente en línea con lo acordado en 

La Habana, y en lo que resta del año se tramita un 

importante paquete de reformas y ajustes a la Cons-

titución. Lo cual precede la forma de un avance en 

la evolución del posacuerdo. De la calidad de este 

trabajo legislativo, en el que se sientan las bases para 

lo que viene, dependerá el futuro del país y, en par-

ticular, el éxito o fracaso del posconflicto. En ello, 

el desarrollo de la infraestructura que acompañe el 

desarrollo estipulado podrá ser uno de los pilares de 

la evolución del proceso.

Quedan retos grandes por resolver. Aun con un 

trabajo legislativo adecuado, lograr una verdadera 

transformación social y económica de cara al pos-

conflicto, basada en la creación de nuevas oportu-

nidades en el campo y en las ciudades, requiere de 

una buena articulación entre los sectores público y 

privado alrededor de una estrategia de desarrollo 

productivo, apalancada como hemos visto, en el 

fortalecimiento de la infraestructura del país, bus-

cando disminuir y superar las muy amplias brechas 

socioeconómicas existentes. Un buen comienzo es 

la política de desarrollo productivo (PDP) aprobada 

en 2016 por el gobierno, que busca aumentar la 

productividad con base en los ramos agropecuarios 

e industriales más sofisticados, acompañada de los 

planes de desarrollo de infraestructura del gobierno 

nacional en todos los frentes.

El Conpes 3866, que dio vida a la política de desa-

rrollo productivo, integra en su esquema de política 

la importancia de la adecuación de infraestructura 

como una condición para establecer una competiti-

vidad favorable en ámbitos agropecuarios, industria-

les, de comercio exterior, entre otros. 

Ello con énfasis en la importancia de la calidad de los 

servicios que ofrece la infraestructura y, por ende, 

en fortalecer la oferta para apoyar la innovación, ce-

rrar brechas en el sector, abarcar las estrategias de 

asociaciones público-privadas, etcétera. Por ende, se 

mostró en el texto, la infraestructura es también un 

eje transversal de política económica y productiva.

La política revisada a lo largo del documento, jun-

to con la Política nacional logística (Conpes 3547), 

tienen toda una línea que es una guía clara sobre 

lo que debe hacer el gobierno para garantizar una 

adecuada infraestructura en el país. Aparte, en 

entidades clave como Procolombia y la Unidad de 

Planeación Minero-Energética (Upme) se adelantan 

constantemente proyectos que brindan un portafo-

lio de iniciativas exportadoras especiales en servicio, 

agroindustria y manufacturas, caso de Procolombia, 

y de proyectos hidroeléctricos, termoeléctricos y car-

boeléctricos, en el de la Upme. Y ello solo a manera 

de ejemplo. 

Lograr esto no es tarea fácil: el país debe superar 

innumerables cuellos de botella, entre los cuales está 
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la falta de coordinación institucional en el gobierno 

nacional. Bien haría el país en aprender entonces de 

los casos exitosos de otros, de modo que sus apren-

dizajes se copien. 

Un ejemplo es Malasia, con su programa de transfor-

mación económica Pemandu, el cual le permitió cre-

cer a tasas cercanas al 5% desde su inicio en 2010 

mediante la generación de empleo y la atracción de 

la inversión privada para desarrollar doce sectores 

líderes de la economía, todo con el desarrollo inten-

sivo de cadenas de valor apalancadas en una fuerte 

infraestructura como soporte10.

Uno de los ideales que se pretenden ver en la reali-

dad, y no sobre papel, es la Misión para la transfor-

mación del campo (DNP, 2014), es decir, el desarro-

llo pleno de la población rural más rezagada frente 

a la urbana. Lo óptimo sería desarrollar los cinco 

puntos de la Misión, acerca del cierre de déficit y 

brechas sociales, la inclusión productiva, la rurali-

dad competitiva, el desarrollo ambientalmente sos-

tenible y una reforma institucional profunda. Todo 

con el fin de establecer una visión a largo plazo que 

formule políticas de estado para promover el desa-

rrollo integral.

Otro gran reto es establecer una visión territorial 

para potenciar las capacidades. De hecho, persiste la 

incapacidad de pensar integralmente los proyectos 

y los verdaderos efectos de la infraestructura para 

10	 El Programa de transformación económica (ETP por su sigla 
en inglés) se formuló como parte de un Programa nacional 
de transformación nacional dispuesto por el gobierno. Su 
principal objetivo es desarrollar la economía de la nación 
para 2020, apuntando a un PIB per cápita de US$15.000, 
previéndose como fundamental la atracción de inversión 
estimada en US$444 billones para generar 3,3 millones de 
nuevos empleos. Todo ello mediante la identificación de 
doce áreas clave que contribuyen significativamente a la 
economía –entre las que se destacan los sectores de comuni-
caciones e infraestructura, además de energía y educación–, 
centrándose en potenciar la competitividad en general a 
raíz de seis iniciativas de reformas estratégicas, como marco 
institucional, que desarrollan mejores políticas públicas en 
concordancia con el desarrollo de asociaciones con el sec-
tor privado para desarrollar efectivamente el ETP. Tomado de 
https://www.pemandu.gov.my/

considerar viabilidad en las inversiones. Infortunada-

mente, en el afán de mantener la lógica presupues-

tal se pierde la organización y se generan brechas 

entre tiempos estimados y tiempos reales de ejecu-

ción siendo, muchas veces, efectos de cuellos de bo-

tella por deficiencias en la gestión. 

Las posibilidades de resolución residen, entonces, 

en establecer las capacidades territoriales y brindar 

herramientas eficaces para enfrentar y resolver pro-

blemas como la formulación de los proyectos o la 

búsqueda asertiva de fuentes de financiación. La 

idea es que la política pública y privada resuelvan los 

conflictos que generan inconvenientes en el desarro-

llo territorial sostenible.

Estas transformaciones, claves para el país, requie-

ren de visión empresarial y de cuantiosos recursos 

de inversión para el fortalecimiento del soporte de 

la infraestructura adyacente. La participación del 

sector productivo solo será posible si se garantizan 

unos mínimos que hagan viable su establecimien-

to en cualquier territorio del país, lo cual incluye la 

prestación adecuada de servicios que permitan el 

crecimiento de la industria, esto es, acceso a bienes 

públicos como vías para llevar insumos y extraer la 

producción, personal capacitado en actividades afi-

nes a su actividad productiva, y reglas de juego claras 

y estables.
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